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MSP-DM-AG-738-2020 

5 de noviembre de 2020 
 
Señor 
Michael Soto Rojas 
Ministro 

 
Asunto: Informe parcial 01-030-2020 CI/AEE, “Estudio especial sobre el sistema de control interno de los   

procesos sustantivos de la Asesoría Jurídica: Subproceso de Cobros Administrativos”. 

 
Estimado señor: 
 

En atención a su solicitud de realizar un estudio integral en la Dirección de la Asesoría Jurídica, 
presentamos a conocimiento de ese Despacho Superior, los resultados obtenidos por nuestra 
Área de Estudios Especiales en el Subproceso de Cobros Administrativos, perteneciente a esa 
instancia auditada, conforme al ámbito de nuestra competencia.  
 
El objetivo del estudio consistió en verificar el sistema de control interno de los procesos 
sustantivos que ejecuta el Subproceso de Cobros Administrativos, en cumplimiento de las 
competencias que le fueron otorgadas en el Reglamento de Organización del Ministerio de 
Seguridad Pública, Decreto Ejecutivo Nº 36366-SP. 
 
Para el alcance de este estudio se seleccionaron de forma aleatoria, 12 expedientes activos de 
los años 2015, 2016 y 2017; y adicionalmente del total de expedientes activos e inactivos de 
los años 2018 y 2019 (1111 expedientes), se seleccionó una muestra aleatoria de 319 
expedientes con fecha de corte al 27 de agosto de 2019, para un total de la muestra de 331 
expedientes, de la cual se obtiene un nivel de confianza del 97% y un margen de error de un 
5%.  Es preciso indicar que, no se revisaron casos de los años 2009 al 2014 debido a que no 
se tenían casos activos y la mayoría de los expedientes habían sido trasladados al 
Departamento de Archivo Central de la Institución o al Departamento de Cobros Judiciales del 
Ministerio de Hacienda. 
 
Producto de la ejecución de la auditoría, se identificaron debilidades en las actividades de 
control establecidas en el Subproceso de Cobros Administrativos, principalmente en la 
asignación formal de las funciones del personal, actualización del manual de procedimientos, 
remisión de informes de gestión, deficiencias del sistema informático y el seguimiento a las 
gestiones de los trámites y revisión oportuna de los mismos; los cuales afectan la eficiencia y 
celeridad de los procesos frente a los objetivos y los riesgos, siendo de suma importancia que 
la Administración tome las acciones correctivas pertinentes con el propósito de promover la 
mejora continua de los mismos y se garantice el cumplimiento del sistema de control interno 
institucional. 
 
Los resultados del presente informe fueron comunicados el día 22 de octubre de 2020, a los 
señores Melissa Ramírez Granados, representante del Despacho del Viceministro de Unidades 
Regulares; Cesar Álvarez Salazar, representante del Despacho del Viceministro Administrativo; 
Carolina Castro del Castillo, Directora General Administrativa y Financiera; José Jeiner 
Villalobos Steller y Beatriz López González, Asesor Jurídico y Jefe de Cobros Administrativos, 
respectivamente; Grettel Madriz Araya y José Andrés Solano Chaves, representantes de la 
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Oficina de Planificación Institucional; Jacqueline Sequeira Torres y Nelson Alvarado Madrigal, 
Directora de Tecnologías de Información y Jefe del Departamento de Sistemas; Xinia Abarca 
Jiménez y Patricia Hernández Arce, representante de la Dirección de Recursos Humanos y 
Jefe del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones, respectivamente; Andrea 
Méndez Vargas, Directora de Transportes, Wendy Rivera Román, Jefe del Departamento Legal 
de Tránsito y Miguel Bulgarelli Monge, Jefe de la Sección de Registro y Aseguramiento, de esa 
Dirección. 
 
Es preciso señalar que no hubo participación por parte de su Despacho ni del Despacho del 
Viceministro de Unidades Especiales, pese a que fueron convocados. 
 
De los aspectos comentados en dicha reunión, la Lcda. Beatriz López González, Jefe del 
Subproceso de Cobros Administrativos, expresó que adicional al registro de “Control de 
Consecutivos de la Asesoría Legal”, el Subproceso cuenta con su propio libro de control para el 
consecutivo de casos.  
 
Al respecto, el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, comentó en lo que refiere a 
los consecutivos de los expedientes solicitó a la Dirección de Tecnologías de Información, 
desarrollar un sistema integral de los subprocesos que considere un consecutivo único para 
todos los casos que se gestionan a nivel de la Asesoría Jurídica.  
 
Por lo anterior, se consultó a la Ing. Jacqueline Sequeira Torres, Directora de Tecnologías de 
Información, quien manifestó que, inicialmente el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor 
Jurídico, en el año 2018 solicitó examinar los sistemas informáticos de los Subprocesos de 
Reclamos Administrativos, Jurídico Contractual y Jurídico Administrativo, por lo que, en 
diciembre de 2019 se inició con la etapa de los requerimientos de un sistema integrado, 
mismos que no quedaron documentados por gestionarse mediante sesiones realizadas por 
Microsoft Teams. 
 
Asimismo, agregó que ya se inició con el desarrollo del prototipo correspondiente al 
Subproceso Jurídico Administrativo el cual se estima entregar, como primera fase, en febrero 
de 2021 y las siguientes fases debe definirlas la Asesoría Jurídica, dado que según solicitud del 
Asesor Jurídico se incluirán el resto de los subprocesos que conforman esa dependencia, 
incluyendo el Subproceso de Cobros Administrativos. Actualmente no se cuenta con un 
cronograma por cuanto se encuentran en análisis de requerimientos. 
 
En relación con el requerimiento de los consecutivos de casos, comentó que a pesar de que el 
Asesor Jurídico solicitó que este fuera un único consecutivo para todos los subprocesos, los 
desarrolladores del sistema le manifestaron, de manera verbal, que la mejor opción es que 
cada subproceso mantenga su propio consecutivo de casos y se podría hacer otro para nivel 
general; sin embargo, a la fecha de este informe la Asesoría Jurídica no lo ha definido.  
 
En otro orden de ideas, en relación con los expedientes originales que se remiten al 
Departamento de Cobros Judiciales del Ministerio de Hacienda, la Lcda. Beatriz López 
González manifestó que, el Subproceso se deja constancia, en diferentes archivos sea de 
manera física o digital, de los cinco documentos de mayor relevancia que permiten dar 
trazabilidad a cada uno de los casos; por lo que considera innecesario dejar copia del 
expediente completo.  
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Por otra parte, en relación con los Manuales de Procedimientos, la Licda. Grettell Madriz Araya, 
Jefe a.i. Oficina de Planificación Institucional, señaló que citada instancia remitió a las jefaturas 
la Circular MSP-DM-OPI-202-2020 de fecha 20 de octubre de 2020, denominada “Guía Técnica 
para el Control Documental de los Procesos y Procedimientos”, correspondiente a la guía de 
lineamientos y/o directrices que rigen las disposiciones técnicas-administrativas del control 
documental de los procesos y procedimientos institucionales. 
 
Es preciso indicar que, los procedimientos de auditoría se realizaron de conformidad con las 
Normas generales de auditoría para el Sector Público (Resolución N° R-DC-064-2014), las 
Normas para el ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público (Resolución R-DC-119-
2009) y demás normativa vinculante emitida por la Contraloría General de la República. 
 
 

I. ANTECEDENTES 
 

Hasta el año 2014, el Subproceso de Cobros Administrativos formaba parte de la Dirección 
Financiera como un departamento, de acuerdo con el Reglamento de Organización del 
Ministerio de Seguridad Pública 36366-SP en su artículo 68, cuyas funciones se detallaban en 
el artículo 72 de dicho cuerpo normativo; sin embargo, mediante Decreto Ejecutivo 38705 del 
13 de agosto de 2014, se modificó el citado Reglamento en lo relacionado con la estructura 
organizacional y funcional de la Asesoría Jurídica, incorporándose a esta dependencia el 
Subproceso de Cobros Administrativos en el artículo 10, manteniendo las mismas funciones, a 
saber: 

 
 “Artículo 10.- El Subproceso de Cobros Administrativos tendrá las siguientes 

funciones: 
1) Tramitar los procesos de lesividad y de nulidad absoluta, evidente y 
manifiesta de conformidad con el ordenamiento jurídico. 

 2) Gestionar los procesos de cobro o recuperación de sumas giradas de más a 
los funcionarios, enriquecimiento sin causa, preavisos, incumplimiento de 
contratos, incluyendo los convenios de estudio, incapacidades no deducidas, o 
cualquier otro concepto de naturaleza pecuniaria que implique un perjuicio o un 
desvalor económico para la Administración, para lo cual se constituirá en 
órgano director del respectivo procedimiento. 

 3) Tramitar los procesos de carácter indemnizatorio a favor de la 
Administración por concepto de daños y perjuicios, incumplimiento de 
contratos, responsabilidad extracontractual, enriquecimiento sin causa o 
cualquiera otro concepto de naturaleza pecuniaria que implique un perjuicio o 
un desvalor económico para el Estado relacionados con los bienes y/o 
derechos del Ministerio. 
4) Cualquier otra propia de su competencia.” 

 
El Subproceso de Cobros Administrativos utilizó hasta el año 2016, un sistema informático 
denominado Sistema de Cobros Financieros (SISCOBFI), en el que actualmente se mantiene 
un expediente activo del año 2015 y dos del año 2016, así como la información de los 
expedientes gestionados en esos años. Posteriormente, en el año 2016 para adaptar las 
necesidades del proceso de cobro al sistema, se desarrolló el sistema informático denominado 
Sistema de Cobros Legales (SISCOBLEG), en el cual se lleva actualmente el control y 
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seguimiento de los casos. Ambos sistemas fueron creados por la Dirección de Tecnologías de 
Información, misma que brinda el mantenimiento al sistema. 
 
En la siguiente tabla se resumen la cantidad de casos gestionados por parte del Subproceso de 
Cobros Administrativos a la fecha de corte de este estudio (27 de agosto de 2019): 

 
Tabla 1 
Casos gestionados por el Subproceso de Cobros Administrativos 

Sistema Año 
Casos 

Inactivos (*) 
Casos 

Activos (*) 
Casos 

gestionados 

SISCOBFI 2009 399 0 399 

SISCOBFI 2010 443 0 443 

SISCOBFI 2011 366 0 366 

SISCOBFI 2012 340 0 340 

SISCOBFI 2013 603 0 603 

SISCOBFI 2014 399 0 399 

SISCOBFI 2015 574 1 575 

SISCOBFI/SISCOBLEG 2016 427 6 433 

SISCOBLEG 2017 511 23 534 

SISCOBLEG 2018 642 103 745 

SISCOBLEG 2019 164 202 366 

TOTAL   4868 335 5203 

Nota: Casos gestionados (activos e inactivos) según las bases de datos del Subproceso de Cobros Administrativos 
SISCOBFI y SISCOBLEG desde el año 2009 al 27 de agosto del 2019. 
(*) Los casos inactivos corresponden a los expedientes concluidos, según el Subproceso y los casos activos 
a los expedientes con la gestión de cobro en proceso   

Fuente: Elaboración propia 

 
Por otra parte, según conversación con la Lcda. Beatriz López González, jefe de ese 
Subproceso, el mismo está conformado por esa jefatura, una asistente legal y dos oficinistas, 
por lo que en ocasiones la jefatura, además de cumplir con sus funciones, debe asumir tareas 
de una asistente legal ante la falta de personal; quien al respecto manifestó que, no se ha 
realizado gestión para una plaza debido a las restricciones dispuestas por las Directrices 
Presidenciales. 

 
II. RESULTADOS OBTENIDOS  

 
2.1. Sobre la asignación de funciones al personal 

 
Como parte de las actividades evaluadas esta Auditoría General determinó que, las funciones 
del personal del Subproceso de Cobros Administrativos no se encuentran asignadas de manera 
formal, debidamente documentadas ni recibidas por cada funcionario, por lo que se consultó a 
la Lcda. Beatriz López González, Jefatura de este Subproceso, quien indicó que las funciones 
se asignan de manera verbal durante el proceso de inducción, de acuerdo con los 
procedimientos establecidos y considerando las funciones señaladas en el Manual de Clases 
del Servicio Civil. 
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A su vez precisó que, cuando ingresan funcionarios nuevos, esa jefatura les brinda una 
explicación general e inducción de los trámites que se realizan y se les facilita el Manual de 
Procedimientos del Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR); posteriormente, la funcionaria 
con mayor experiencia los orienta a detalle, utilizando como apoyo un expediente de nuevo 
ingreso para conocer el orden de ejecución de cada uno de los procesos. 
 
Al respecto debemos recordar que el Reglamento Autónomo del Servicio del Ministerio de 
Seguridad Pública en el artículo 7 incisos b) y h) señala la obligación de asignar en forma clara 
las labores a los funcionarios y brindar especial atención a los servidores nuevos en aspectos 
propios del desempeño de sus cargos. De igual manera, el artículo 9 de esta misma norma, 
dispone las obligaciones de los jefes inmediatos y que, entre otras, señala la responsabilidad 
de orientar y supervisar las labores de todos los servidores que estén bajo su responsabilidad, 
así como de dictar las disposiciones necesarias para el orden y el trabajo de la dependencia 
bajo su cargo. 
 
Es opinión de esta Auditoría General que, dadas la condiciones que anteceden, la 
responsabilidad por cada proceso, actividad, operación, transacción o acción organizacional, 
debe ser claramente definida, específicamente asignada y formalmente comunicada al 
funcionario respectivo, según el puesto que ocupa; ya que en ausencia de una orientación 
debidamente documentada, existe la posibilidad de que se asignen funciones incompatibles 
con los puestos o cargos y se desarrollen actividades que jerárquicamente corresponden a otro 
cargo, lo que eventualmente podrían afectar a la Administración en caso de que algún 
funcionario presente un reclamo administrativo, por la ejecución de labores que no 
corresponden al puesto en que está nombrado.  
 

 
2.2. Sobre el manual de procedimientos.  

 
El Subproceso de Cobros Administrativos, utiliza un Manual de Procedimientos elaborado por 
el Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR) en diciembre de 2011 y aprobado por el ministro 
de esta Cartera el 29 de febrero de 2012, mismo que a la fecha de este informe no ha sido 
actualizado, a pesar de las modificaciones organizacionales del Subproceso y de la normativa 
atinente, así como los cambios en los procesos. 
 
Es conveniente manifestar que el citado manual fue realizado cuando el Subproceso de Cobros 
Administrativos era un Departamento de la Dirección Financiera y, si bien los procesos 
generales no han variado significativamente dado que se fundamentan en lo establecido en la 
Ley General de Administración Pública, el Código de Normas y Procedimientos Tributarios y la 
Ley de Notificaciones Judiciales, algunas actividades contempladas en dicho manual no son 
acordes con las actividades actuales que realiza el Subproceso, como dependencia de la 
Asesoría Jurídica. 

 
Durante el desarrollo de la auditoría se determinaron algunas inconsistencias de las actividades 
que se detallan en el Manual de Procedimientos en mención, que a continuación se señalan: 

 

 En la actividad 3 se indica que se asigna el número de expediente según la numeración 
consecutiva a cada abogado en orden alternativo; sin embargo, actualmente el número 
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de expediente se asigna desde un consecutivo general que es de uso de toda la Asesoría 
Jurídica. 

 

 En varias actividades se señala como responsable encargada a la Secretaria de Cobros, 
cargo que no existe en la estructura del Subproceso de Cobros Administrativos. 

 

 En la actividad 40 se indica que las actas de notificación, así como las resoluciones de 
auto de apertura, se envían por correo certificado o por medio de la Fuerza Pública, sin 
embargo, se omite la participación de la Sección de Administración de Correspondencia 
(en adelante SAC), la cual es la unidad encargada de esta remisión.  

 

 En la actividad 52 se referencia la Circular TN-877-2009 de fecha 31 de agosto de 2009 
emitida por la Tesorería Nacional; no obstante, esta circular fue derogada con la Directriz 
TN-03-2018 con fecha rige a partir del 19 de octubre de 2018.  

 

 En la actividad 57 se indica que el edicto se traslada a la Proveeduría Institucional para 
su publicación; no obstante, en la actualidad ese trámite lo realiza el Coordinador de 
Ejecución Presupuestaria de la Dirección Administrativa Financiera (Programa 091 
Actividades Centrales). 
 

De igual forma, el Manual de Procedimientos utilizado por el Subproceso de Cobros 
Administrativos no considera:  

 

 Los procedimientos para las funciones 1) y 3) establecidas en el Reglamento de 
Organización del Ministerio de Seguridad Pública 36366-SP, supra citadas y, 
 

 No indica referencia a registros de control que se han implementado para el traslado y 
custodia de los expedientes. 
 

En virtud de lo anterior, se consultó con el Lic. Andrés Solano Chaves, Coordinador de 
Reorganización Institucional de la Oficina de Planificación Institucional (en adelante OPI), quien 
manifestó que, la última gestión realizada ante esa instancia por parte de la Asesoría Jurídica 
en relación con el procedimiento del Subproceso de Cobros Administrativos fue en el año 2016, 
con la aprobación del Procedimiento del Proceso del Subproceso Cobros Administrativos, PR-
A-AJ-05, PT-A-AJ-CA-01 Versión 2, mismo que fue aprobado por la jefaturas de la Asesoría 
Jurídica y del Subproceso, vigente a la fecha. 

 
Asimismo, indicó que, la actualización de los procedimientos o manuales queda a discreción de 
cada instancia, por lo cual cada dependencia debe llevar la pauta de los cambios en las 
actividades, normativa y lineamientos para solicitar su respectiva actualización; por lo que 
mediante oficio MSP-DM-OPI-151-2020 del 5 de agosto de 2020, suscrito por la Lcda. Grettel 
Madriz Araya, de la OPI, se recomendó realizar una revisión y análisis de éstos, al menos una 
vez al año.  

 
Por las consideraciones anteriores, es importante señalar que la Ley General de Control Interno 
en su artículo 15 inciso a) y la Norma 4.2 incisos e) y f) de las Normas de Control Interno para 
el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) sobre las actividades de control, refieren en lo que 
interesa, lo siguiente: 
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“Artículo 15.- Actividades de control. Respecto de las actividades de control, 
serán deberes del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros, los 
siguientes: 
a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, 
las normas y los procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del 
sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que 
conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el 
desempeño de sus funciones. 
 
4.2 Requisitos de las actividades de Control. Las actividades de control 
deben reunir los siguientes requisitos: 

… 
e) Documentación. Las actividades de control deben documentarse mediante 
su incorporación en los manuales de procedimientos, en las descripciones de 
puestos y procesos, o en documentos de naturaleza similar. Esa 
documentación debe estar disponible, en forma ordenada conforme a criterios 
previamente establecidos, para su uso, consulta y evaluación. 
 
f) Divulgación. Las actividades de control deben ser de conocimiento general, y 
comunicarse a los funcionarios que deben aplicarlas en el desempeño de sus 
caragos. Dicha comunicación debe darse preferiblemente por escrito, en 
términos claros y específicos.” 

 
En consecuencia, preocupa a esta Auditoría General que se cuente con un manual de 
procedimientos que no ha sido objeto de un proceso de revisión y actualización reciente y que, 
por tal razón, lo limita para ser un recurso eficiente de inducción para ser utilizado como medio 
de capacitación, al contemplar actividades que no están acordes con la ejecución de los 
procedimientos actuales, situación contraria a una sana y buena práctica que facilite el 
cumplimiento de objetivos.  

 
 

2.3. Sobre la ubicación física de la oficina del subproceso.  
 

Como parte de la revisión realizada en el Subproceso de Cobros Administrativos, esta instancia 
fiscalizadora determinó que, el área física donde se ubica el Subproceso, se comparte con la 
Oficina de Notificaciones, sin contar con una pared divisoria entre ambas dependencias, 
adicionado a que se cuenta con una única puerta de acceso donde todos los funcionarios 
tienen llave de la misma y permanece abierta durante toda la jornada laboral, permitiendo 
además, el libre tránsito de personas ajenas a estas instancias, debido a que no se cuenta con 
una ventanilla para la atención de usuarios o entrega y recepción de correspondencia, por lo 
que las personas deben ingresar y esperar en los escritorios de los funcionarios para realizar 
sus gestiones, cabe indicar que en este espacio compartido se ubican seis funcionarios y que, 
por la naturaleza de sus funciones, es constante la atención de personas ajenas a éstas. 

 
Por lo anterior, se conversó con la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de 
Cobros Administrativos, quien externó que, al pasar a formar parte de la Asesoría Jurídica y al 
ser reubicados de edificio, expuso verbalmente a sus superiores la necesidad de contar con un 
área específica para ese Subproceso debido a la sensibilidad de la información y custodia de la 
misma; no obstante, tuvo que compartir el área física con la Oficina de Notificaciones. 
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Dada las condiciones que anteceden, se consultó con el Arq. Marco Vinicio Céspedes 
Benavides, funcionario de la Dirección de Proyectos de Infraestructura, quien manifestó que, 
anteriormente, el Subproceso de Cobros Administrativos se ubicaba en un espacio de menores 
dimensiones en el Módulo C “Fernando Valverde Vega” de Recursos Humanos, posteriormente 
se reubicó en el Módulo A “Hernán Garrón Salazar” en el mismo piso donde se encuentra la 
Asesoría Jurídica de acuerdo con las posibilidades de infraestructura existentes; no obstante, 
desconoce si al momento del traslado la Jefatura de la Asesoría Jurídica realizó la solicitud 
formal del estudio técnico para la división de áreas e instalación de una ventanilla de recepción 
de documentos a la Arq. Irene Soto Urbina, Jefa de Proyectos de Infraestructura, o bien, si ha 
presentado alguna solicitud al Ing. Juan Carlos Chaves Vásquez, Director de Infraestructura. 
    
Ante la situación supra citada, se conversó con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor 
Jurídico, quien manifestó que, cuando el Subproceso de Cobros Administrativos se trasladó al 
módulo actual, se contó con la colaboración de un ingeniero del Departamento de Salud 
Ocupacional para la organización del espacio de acuerdo con la infraestructura disponible.  

 
Asimismo, agregó que, el Subproceso de Cobros Administrativos comparte las instalaciones 
con la Oficina de Notificaciones por un tema de infraestructura limitada de la cual dispone la 
Asesoría Jurídica, ya que además varios subprocesos presentan un hacinamiento importante, 
por lo que se requeriría un estudio integral de toda la Asesoría Jurídica por parte del 
Departamento de Salud Ocupacional para su redistribución, lo que implicaría una inversión en 
la infraestructura física, la reubicación del mobiliario, de las redes informáticas y el sistema 
eléctrico y, principalmente, la disponibilidad de recursos presupuestarios. 
 
Por otra parte, el Lic. Villalobos Steller manifestó que, en algún momento se pensó en ubicar 
una ventanilla en las instalaciones del Subproceso de Cobros Administrativos; no obstante, 
consideró que la Asesoría Jurídica debe contar con un control estricto de toda la 
documentación que ingresa y se distribuye, por lo que, desde hace unos meses, toda la 
documentación que corresponde al Subproceso de Cobros Administrativos ingresa por la 
ventanilla única de la Asesoría Jurídica.  

 
Sobre la situación comentada, es importante especificar lo señalado en la subnorma 4.4.1. de 
las Normas de Control Interno para el Sector Público, que se refiere al deber del jerarca y los 
titulares subordinados, según sus competencias, de establecer las medidas pertinentes para 
que los actos de la gestión institucional, sus resultados y otros eventos relevantes, se registren 
y documenten en el lapso adecuado y conveniente y se garanticen razonablemente la 
confidencialidad y el acceso a la información pública, según corresponda. 

 
Del mismo modo, las Normas Técnicas para la Gestión y el Control de la Información 
promulgadas por la Contraloría General de la República, en su numeral 1.4.5 “Control de 
acceso”, estipula el deber de la organización de proteger la información de accesos no 
autorizados, para dicho propósito debe establecer controles de acceso a la información 
impresa, visible en pantallas o almacenada en medios físicos y proteger adecuadamente dichos 
medios. 
 
En consecuencia, es claro para esta Auditoría General señalar que la condición expuesta 
posibilita que se materialice el riesgo de exposición de información importante que podría 
propiciar la sustracción o pérdida de documentación, al ser el área de trabajo del Subproceso 
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de Cobros Administrativos compartida y con un acceso libre, situación que, de presentarse, 
posiblemente afectaría la gestión de cobro con el consecuente perjuicio para la Hacienda 
Pública. 
 
 
2.4. Sobre los informes de gestión a la jefatura. 
 
Durante el desarrollo del estudio se evidenció que, el Subproceso de Cobros Administrativos no 
genera informes sobre la gestión de cobro para conocimiento del Lic. José Jeiner Villalobos 
Steller, Asesor Jurídico, ni le remite copias de los informes indicados, únicamente genera tres 
tipos de informes mensuales: informe de casos archivados, informe de casos trasladados al 
Ministerio de Hacienda (ambos con las respectivas copias de las resoluciones) e informe de los 
depósitos recibidos por los cobros efectuados (con copia de comprobantes bancarios); los 
cuales se remiten al Departamento de Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de 
Recursos Humanos. 

 
Ante tal situación, la Lcda. Beatriz López González, Jefe Subproceso de Cobros 
Administrativos, manifestó que no ha sido un lineamiento propuesto; ya que, por lo general, se 
brindan informes verbales de la gestión al Asesor Jurídico, sobre casos concretos que 
requieren una atención especial e información de los expedientes tramitados. Asimismo, indicó 
que, el Lic. Adolfo Meneses Soto, Subjefe de la Asesoría Jurídica, tiene conocimiento de gran 
parte de las causas que se tramitan en el Subproceso, ya que es quien revisa las resoluciones 
de previo a ser enviadas al ministro de esta Cartera para su respectiva firma (Resoluciones 
determinativas y certificados de adeudo). 

 
Por lo antes comentado es preciso recordar lo dispuesto en la norma 4.5. y la subnorma 4.5.1 
de las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE), que en lo que 
interesa estipulan:  
 

“4.5 Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones.  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de 
la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el 
bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes 
a los cuales puedan verse expuestas. 
 
4.5.1. Supervisión Constante 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben ejercer 
una supervisión constante sobre el desarrollo de la gestión institucional y la 
observancia de las regulaciones atinentes al SCI, así como emprender las 
acciones necesarias para la consecución de los objetivos.” 
 

Asimismo, la situación en comentario debilita el control interno por parte del Asesor Jurídico, al 
no solicitar los informes de la gestión realizada por el Subproceso de Cobros Administrativos, 
los cuales le permitirían establecer indicadores de gestión para analizar y evaluar las labores 
realizadas por el Subproceso, con el propósito de tomar decisiones oportunas para el 
cumplimiento de los objetivos del área y mejorar la continuidad de las operaciones.  
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Es conveniente señalar que, el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, manifestó a 
esta Auditoría General, que a partir del mes de enero 2020, se implementaron reuniones 
semanales con los encargados de cada subproceso adscrito a esa Dirección; para abarcar una 
serie de temas y, entre estos, identificar los casos que se atrasan en su atención y los motivos, 
para esto cada abogado debe enviar un informe mensual a la jefatura, información de la cual el 
jefe debe medir e identificar dichas situaciones en forma general, ya que, según comentó, 
realizarlo en cada caso de forma individual es complejo, dado el volumen de gestiones que se 
procesan. 

 
 

2.5. Sobre los principios de independencia y confidencialidad.  

 
En la revisión realizada por esta Auditoría General, se determinó que no existen lineamientos 
documentados y comunicados a los funcionarios del Subproceso de Cobros Administrativos 
sobre la independencia y confidencialidad que deben considerarse de acuerdo con las 
funciones que realizan; al respecto manifestó la Lcda. Beatriz López González, Jefatura del 
Subproceso, que no existe una política o procedimiento establecido para estos principios; sin 
embargo, indicó que es de conocimiento de los funcionarios por formación jurídica y, en lo que 
se refiere al personal de apoyo, de manera verbal les ha externado la normativa relacionada a 
este tema y las posibles implicaciones a las que, eventualmente, podría exponerse un 
funcionario. 

 
Bajo la misma tesitura, el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, manifestó que, esa 
Asesoría Jurídica no tiene un procedimiento sobre lo indicado, sino que se apega a lo 
establecido en los artículos 230 al 238 de la Ley General de la Administración Pública, sobre el 
procedimiento de abstención o de inhibición y que remiten al Código Procesal Civil, donde se 
encuentran las causales de estas, por lo que eventualmente si algún funcionario de la Asesoría 
Jurídica gestiona un acto que lo puede favorecer, debería de inhibirse de conocerlo. 

 
No obstante, lo comentado anteriormente, esta Auditoría General considera de suma 
importancia cumplir con lo dispuesto en el artículo 15 “Actividades de control” de la Ley General 
de Control Interno, que señala como deber del jerarca y titulares subordinados el documentar, 
mantener actualizados y divulgar internamente las políticas y procedimientos que definan la 
autoridad y responsabilidad de los funcionarios en el desempeño de sus actividades. 

 
En concordancia con lo anterior, las Directrices Generales Sobre Principios y Enunciados 
Éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares subordinados, funcionarios de la 
Contraloría General de la República, auditorías internas y servidores públicos en general Nº D-
2-2004-CO, establecen que, en todas las cuestiones relacionadas con su labor, los jerarcas, los 
titulares subordinados y demás funcionarios públicos deben cuidar porque su independencia no 
se vea afectada por intereses personales o externos y están obligados a no intervenir en 
asuntos donde tengan algún interés personal o familiar, directa o indirectamente. 

 
Sobre el mismo tema que nos ocupa, es importante señalar que la Procuraduría General de la 
República en el pronunciamiento jurídico 062-J del 21 de julio de 2009 señala que, la 
confidencialidad se constituye en un instrumento de garantía de la información privada, aun 
cuando esta se encuentre en poder de la Administración. Por consiguiente, los datos recabados 
no son susceptibles de ser utilizados en condiciones y circunstancias ajenas a las que 



 
 

 

 

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2586-4175 / 2586-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 
Página 11 de 55 

justificaron su almacenamiento. De allí que, si la información ha sido confiada a un tercero, 
incluso si el suministro se genera en una norma legal, ese tercero está impedido de divulgarla o 
darla a conocer a otras personas que no estén autorizadas por el derecho habiente o por una 
norma legal. 

 
La situación descrita, llama la atención de esta Auditoría General, ya que la ausencia de 
lineamientos documentados y comunicados a los funcionarios por parte de la Asesoría Jurídica 
sobre los principios enunciados, podría favorecer la pérdida de confidencialidad e 
independencia de los funcionarios, en relación con la información y actividades propias del área 
que podrían afectar la gestión normal del proceso de cobro.  
 
 
2.6. Sobre la utilización del Sistema Informático.  

 
Del análisis realizado, se determinaron debilidades de control en la utilización del Sistema de 
Cobros Legales (SISCOBLEG) por parte de los funcionarios del Subproceso de Cobros 
Administrativos, las cuales se detallan a continuación: 

 

 El sistema no tiene activada la función de imprimir reportes de la manera que requiere el 
Subproceso, por lo que debe exportarse la información a formato Excel, corregirse y 
adaptarse manualmente, según el reporte requerido. 

 
Tal es el caso de 39 consecutivos de expedientes los cuales no fueron incluidos en el 
listado de la base de datos SISCOBLEG de los años del 2018 al 2019 facilitada a esta 
Auditoría, los cuales fueron omitidos por el Subproceso al hacer la exportación y 
corrección manual del listado en Excel. 

 

 El expediente 3969-19 fue eliminado del sistema informático por el administrador 
designado de la Dirección de Tecnologías de Información a solicitud de la Jefatura del 
Subproceso, sin embargo, lo correcto era eliminar el expediente 3669-18; evento que fue 
corregido luego de la observación de esta instancia fiscalizadora. 
 

 Los expedientes 1568-17 y 1517-18 permanecían en el sistema en estado “activo”, a 

pesar de que ambos se encontraban en un estado procesal finalizado, debiendo 
modificarse el estado a “inactivo”, evento que fue corregido luego de la observación de la 

Auditoría General. 
 

 Se determinaron nueve expedientes con inconsistencias en la información ingresada del 
nombre y número de la cédula de identidad del deudor y un caso con omisión de la 
inclusión del número de cédula jurídica, mismos corregidos luego de la observación de 
esta instancia fiscalizadora. 
 

 No se incluyen en el sistema informático los números de consecutivos de casos que 
físicamente fueron tomados del libro de control de consecutivos de la Asesoría Jurídica, 
pero que por diferentes razones no fueron utilizados (anulados). 

 
Al respecto, los expedientes 0395-18 y 0989-19, fueron tomados por el Subproceso de 
Cobros Administrativos del “Control de Consecutivos de la Asesoría Legal”, pero al 
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momento de verificar la inclusión de estos en el sistema informático, no fueron ubicados. 
Ante tal situación, la Lcda. Beatriz López González, Jefatura del Subproceso de Cobros 
Administrativos manifestó que, los consecutivos fueron tomados del libro de control, pero 
no se utilizaron, ya que se habían tomado otros consecutivos, por lo que no se incluyeron 
en el sistema SISCOBLEG. 

 
Este tipo de debilidades denotan que el Subproceso de Cobros Administrativos incumple lo 
dispuesto en las normas 5.4. y 5.6. de las Normas de Control Interno para el Sector Público en 
su aparte Sistemas de Información, que refieren a que el jerarca y los titulares subordinados, 
según sus competencias, deben asegurar razonablemente que los sistemas de información 
propicien una debida gestión documental, mediante la que se ejerza control y se almacenen de 
manera oportuna y eficiente los datos con procesos que permitan recopilar, procesar y generar 
información que responda a las necesidades de los diferentes usuario de manera confiable, 
oportuna y útil.  
 
De igual manera, se contraviene la norma 4.2. incisos b) y c) de las Normas Técnicas para la 
gestión y el control de las Tecnologías de Información (N-2-2007-CO-DFOE) emitidas por la 
Contraloría General de la República, que dicta que la organización debe mantener la 
plataforma tecnológica en óptimas condiciones, para lo cual debe vigilar de manera constante, 
la disponibilidad, capacidad, desempeño y uso de la misma, para asegurar su correcta 
operación e identificar eventuales requerimientos presentes y futuros tomando en cuenta la 
obsolescencia de la plataforma, contingencias, cargas de trabajo y tendencias tecnológicas. 
 
La situación descrita es preocupante, por cuanto las debilidades de control en la utilización del 
Sistema podrían eventualmente propiciar la pérdida y modificación de la información al tener 
que suplirlas con otros formatos de presentación, aunado a la omisión de registros que 
incrementan el riesgo de una afectación de la integridad de los datos. 
 
 
2.7. Sobre el consecutivo de expedientes  

 
En el estudio realizado se evidenció que, el Subproceso de Cobros Administrativos no cuenta 
con un consecutivo numérico propio para la asignación de los expedientes que gestiona, dado 
que identifica los expedientes con un número que se toma del libro “Control de Consecutivos de 
la Asesoría Legal”, mismo que es un control manual utilizado por todos los funcionarios de la 
Asesoría Jurídica, que consta de cinco columnas donde se registra el número de consecutivo, 
la fecha, el destinatario, elaborado por y el asunto, en el que se indica el nombre de la persona 
a la que se le va a gestionar el cobro. 
 
Sobre el particular, la Licda. Beatriz López González, Jefatura del Subproceso de Cobros 
Administrativos, manifestó que el consecutivo tomado del libro de control se digita de forma 
manual en el Sistema de Cobros Legales (SISCOBLEG), mismo que al ser aleatorio, no 
permite asignar un consecutivo continuo para los casos del Subproceso.   

 
Lo anterior, se evidenció en el consecutivo de expedientes del año 2018, donde el Subproceso 
de Cobros Administrativos tomó los consecutivos del 001-18 al 031-18, del 380-18 al 399-18 y 
del 502-18 al 505-18, situación que no permite verificar la cantidad de casos del subproceso de 
una manera ágil y oportuna, aunado a la exposición de información confidencial en el control de 
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consecutivos del nombre del funcionario o exfuncionario que se le gestiona el cobro, ya que el 
control de consecutivos es de acceso de todos los funcionarios de la Asesoría Jurídica. 

 
Aunado a lo anterior, se determinó que el citado control, no registra los consecutivos no 
utilizados por el Subproceso de Cobros Administrativos, ni el motivo por el que fueron 
anulados, por lo que se conversó con la Lcda. Beatriz López González, Jefatura del 
Subproceso, quien manifestó que, los consecutivos tomados del libro de control de la Asesoría 
Jurídica que no se utilizaron, ocurrió porque habían sido tomados otros consecutivos para esos 
mismos casos, lo cual se indicó en el libro de “Casos Nuevos” que utiliza el Subproceso, pero 
no en el libro de control de la Asesoría. 

 
En razón de lo antes señalado, la funcionaria Johanna Caravaca Díaz, secretaria del Asesor 
Jurídico, manifestó que, si el consecutivo de expedientes seleccionado del libro “Control de 
Consecutivos de la Asesoría Legal” no fue utilizado o fue duplicado por parte de los 
funcionarios que lo utilizan, esto no es revisado por las secretarias, sino que es responsabilidad 
indicarlo en el registro por parte del funcionario que lo utiliza.  

 
Las situaciones descritas reflejan debilidades de control que no permiten llevar un adecuado 
registro del citado libro, ni el control respectivo para verificar que todos los consecutivos 
tomados por el Subproceso de Cobros Administrativos, hayan sido utilizados o anulados, según 
corresponda.  

 
Por otra parte, es preocupante para esta Auditoría General que no se obtuvo el libro de control 
de consecutivos del año 2017 para la realización de las pruebas pertinentes, el cual según lo 
manifestado por la funcionaria Caravaca Díaz, no fue posible localizar dicho libro de control en 
físico debido, posiblemente, a que se traspapeló en algún subproceso y no fue remitido al 
Departamento de Archivo Central; además, el mismo no se escaneó para respaldo digital. 

 
En razón de lo analizado, se consultó al Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, 
quien manifestó que la idea de tener un único consecutivo de trámites a nivel de la Asesoría 
Jurídica, fue en algún momento tener la herramienta automatizada que permitiera controlar 
toda la gestión de esa dependencia; no obstante, no existe una limitante para que cada 
subproceso u oficina cuente con su respectivo consecutivo de expediente o gestión, 
actualmente sólo el Subproceso de Desalojos lleva un consecutivo independiente del número 
de expediente, herramienta que fue diseñada por el Departamento de Tecnologías de 
Información. 

 
Por consiguiente, a pesar de que la Asesoría Jurídica cuenta con un registro de control de 
consecutivos de expedientes, éste presenta debilidades de control que contravienen las 
normas 5.4, 5.5 y 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público, que 
textualmente rezan: 
 

“5.4 Gestión documental  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
asegurar razonablemente que los sistemas de información propicien una 
debida gestión documental institucional, mediante la que se ejerza control, se 
almacene y se recupere la información en la organización, de manera oportuna 
y eficiente, y de conformidad con las necesidades institucionales. 
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5.5. Archivo institucional 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
implantar, comunicar, vigilar la aplicación y perfeccionar políticas y 
procedimientos de archivo apropiados para la preservación de los documentos 
e información que la institución deba conservar en virtud de su utilidad o por 
requerimiento técnico o jurídico. En todo caso, deben aplicarse las regulaciones 
de acatamiento obligatorio atinentes al Sistema Nacional de Archivos. 
Lo anterior incluye lo relativo a las políticas y procedimientos para la creación, 
organización, utilización, disponibilidad, acceso, confidencialidad, autenticidad, 
migración, respaldo periódico y conservación de los documentos en soporte 
electrónico, así como otras condiciones pertinentes. 
 
5.6. Calidad de la información 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
asegurar razonablemente que los sistemas de información contemplen los 
procesos requeridos para recopilar, procesar y generar información que 
responda a las necesidades de los distintos usuarios. Dichos procesos deben 
estar basados en un enfoque de efectividad y de mejoramiento continuo. 
Los atributos fundamentales de la calidad de la información están referidos a la 
confiabilidad, oportunidad y utilidad.” 

 
Las situaciones descritas llaman la atención de esta Auditoría General, debido a que conllevan 
a la presencia de los riesgos de integridad y disponibilidad de la información, al contar con un 
único consecutivo numérico para la asignación de los casos de los diferentes subprocesos, el 
cual dificulta constatar la totalidad de los expedientes gestionados de cada subproceso y 
determinar, de manera ágil, posibles duplicaciones u omisiones, así como la posible afectación 
de la integridad de los datos. Aunado a lo anterior, el extravío de este único consecutivo 
manual, imposibilita la verificación de la totalidad de los consecutivos de expedientes creados 
por cada subproceso, especialmente en los casos que no se realizó respaldo de otra naturaleza 
de la información. 

 
 

2.8. Sobre la revisión de expedientes físicos.  

 
Esta Auditoría General determinó debilidades de control interno en la revisión de los 331 
expedientes físicos de la muestra, que no son consistentes con los procedimientos dispuestos 
en la conformación de los expedientes y las características que deben cumplir los documentos 
incorporados en cada uno de ellos, las cuales se detallan en la siguiente tabla: 

 
Tabla 2 
Debilidades en los expedientes físicos del Subproceso de Cobros Administrativos 

Debilidad 
Cantidad de 
Expedientes 

% 

Expedientes con documentos sin sello de número de folio  226 74,8 

Expedientes con oficios sin firma o sello de original firmado por la jefatura del Subproceso 
Cobros Administrativos 

22 7,3 

Expedientes con documentación incompleta (actas de notificación, oficios respuesta de 
Dactiloscopia y otros) 

16 5,3 

Expedientes con documentos archivados en el orden cronológico incorrecto 10 3,3 
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Carátula de expedientes sin fecha de asignación del caso a la asistente legal 6 2,0 

Expedientes con documentos foliados de manera incorrecta (omitido, duplicados) 6 2,0 

Expedientes con un documento sin número de folio 5 1,7 

Expedientes con documentos que no correspondían al expediente donde estaban 
archivados 

2 0,7 

Carátula con tachones sobre las iniciales del nombre de la asistente legal  1 0,3 

Expediente con documentos foliados a lápiz 1 0,3 

Expediente con un documento sin archivar 1 0,3 

Expediente con dos números de folios con alteraciones  1 0,3 

TOTAL 297  

Nota: La muestra total corresponde a 331 expedientes físicos, pero sólo se verificaron 302, ya que los 29 restantes 
fueron remitidos al Ministerio de Hacienda, por lo que no fue posible su verificación.  

Fuente: Elaboración propia. 

 
Si bien, este órgano fiscalizador determinó en la muestra de los expedientes de los procesos 
cobratorios gestionados por el Subproceso de Cobros Administrativos, principalmente de los 
años 2018 y 2019, que contienen los documentos suficientes que respaldan la gestión y están 
en su mayoría archivados de forma cronológica, las inconsistencias antes detalladas reflejan la 
omisión de controles de supervisión que garanticen la integridad de la documentación que 
conforma cada expediente. 

 
Por otra parte, se debe indicar que 29 expedientes de la muestra, no se pudieron verificar 
físicamente, debido a que habían sido remitidos al Departamento de Cobros Judiciales del 
Ministerio de Hacienda y en el Subproceso de Cobros Administrativos no se resguarda una 
copia con toda la información relacionada a la gestión de cobro. 

 
Al respecto, la Lcda. Beatriz López González, Jefatura del Subproceso de Cobros 
Administrativos manifestó que, al Departamento de Cobros Judiciales del Ministerio de 
Hacienda se remiten los expedientes originales y el Subproceso únicamente se deja copia de la 
resolución de apertura, de las resoluciones de primera y segunda intimación de pago, del 
certificado de adeudo y el oficio de remisión al departamento mencionado anteriormente, lo 
cual queda tanto en formato digital como en los ampos de consecutivos de cada tipo de 
resolución y de oficio. 
 
Sobre el particular, el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, indicó que, la gestión 
que realiza el Departamento de Cobros Judiciales del Ministerio de Hacienda, es una fase 
administrativa, razón por la cual solicitan el expediente original; cuando remiten el expediente a 
proceso judicial, envían a esa instancia la copia certificada y custodian el original, lo anterior de 
acuerdo con el artículo 51 del Código Procesal Contencioso Administrativo; por lo que 
considera conveniente que el Subproceso de Cobros Administrativos, resguarde una copia del 
expediente debidamente certificada, la cual puede ser impresa o digital.   

 
Las situaciones en comentario son contrarias a lo estipulado en las Normas de Control Interno 
para el Sector Público 4.4. y en las subnormas 5.6.1 y 5.6.3, que textualmente indican: 
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“4.4 Exigencia de confiabilidad y oportunidad de la Información  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben diseñar, 
adoptar, evaluar y perfeccionar las actividades de control pertinentes a fin de 
asegurar razonablemente que se recopile, procese, mantenga y custodie 
información de calidad sobre el funcionamiento del SCI y sobre el desempeño 
institucional... 
 
5.6 Calidad de la información 
5.6.1 Confiabilidad 
La información debe poseer las cualidades necesarias que la acrediten como 
confiable, de modo que se encuentre libre de errores, defectos, omisiones y 
modificaciones no autorizadas, y sea emitida por la instancia competente. 
 
5.6.3 Utilidad 
La información debe poseer características que la hagan útil para los distintos 
usuarios, en términos de pertinencia, relevancia, suficiencia y presentación 
adecuada, de conformidad con las necesidades específicas de cada 
destinatario.” 

 
Asimismo, estas situaciones no son congruentes con lo expuesto por la Procuraduría General 
de la República en el Manual de Procedimiento Administrativo, así como en los dictámenes C-
123-2005 del 4 de abril de 2005, C-233-2005 del 24 de junio de 2005 y el C-062-2010 del 12 de 
abril de 2010, en los que ha indicado que la adecuada foliatura numérica y el orden cronológico 
del expediente, forman parte de las garantías del debido proceso, junto con la obligación de 
adjuntar todos los documentos que efectivamente forman parte del expediente y dar certeza de 
la veracidad de estos. 

 
Lo anteriormente expuesto preocupa a esta Auditoría General, por cuanto la Procuraduría 
General de la República ha emitido criterio y jurisprudencia en relación con expedientes con 
información incompleta y documentos sin foliatura, lo cual podría constituir, una omisión de 
formalidades sustanciales que podrían producir inseguridad sobre el contenido completo y 
veraz del expediente ya sea al interesado, como a la propia Administración. 
 

 
2.9. Sobre la asignación de expedientes a las asistentes legales  

 
Del análisis realizado a los 331 expedientes de la muestra, se determinó que no existen plazos 
establecidos para la asignación de los expedientes a las asistentes legales en el Subproceso 
de Cobros Administrativos; ya que, si bien la mayoría de estos expedientes se asignaron en un 
periodo menor a 30 días naturales, se evidenciaron casos con períodos superiores de 
asignación de hasta más de 120 días naturales, lo cual se detalla en la siguiente tabla: 

 
Tabla 3 
Plazo de asignación de los expedientes a las asistentes legales 

Caso 
Cantidad 
de Casos 

0 a 30 
días (*) 

31 a 60 
días (*) 

61 a 90 
días (*) 

91 a 120 
días (*) 

Más de 
120 

días (*) 

Extravío de armas, cargadores, cartuchos, 
municiones y radios de comunicación 

10 5 4 1   

Colisiones e infracciones de tránsito 135 56 73 4 1 1 
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Sumas acreditadas de más, ausencias, 
vacaciones, incapacidades, preaviso, 
permisos sin goce de salario 

159 142 8 6  3 

Responsabilidad civil 3 3     

Licencias de Estudio 16 7 4 5   

Otros 8 3 5    

Total 331 216 94 16 1 4 

 100% 65% 28% 5% 0,30% 1,21% 

Nota: (*) Plazo para la asignación de expedientes a las asistentes legales en días naturales. 
Fuente: Elaboración propia 

 
De la información anterior, se evidencia que 216 expedientes fueron trasladados a las 
asistentes legales para su gestión en un lapso de 30 días naturales o menos, lo que equivale a 
un 65% de la muestra, en su mayoría casos de sumas acreditadas de más; no obstante, llama 
la atención que 94 expedientes fueron trasladados para iniciar gestiones por parte de las 
abogadas en un período de 31 a 60 días naturales (28%) y 21 (sumatoria de 16 + 1 + 4) 
expedientes se asignaron en un rango superior a los 61 días naturales.  

 
Ejemplo de lo anterior, son los casos de los expedientes 3959-18 y 3962-18, en los cuales los 
documentos para iniciar la gestión de cobro por parte del Subproceso de Cobros 
Administrativos se recibieron el 20 de junio del 2018, pero se trasladaron a la asistente legal 
hasta el 12 de setiembre de ese mismo año, por lo que trascurrieron 84 días naturales, es 
decir, aproximadamente tres meses para la asignación respectiva de estos a la asistente. 

 
Ante esta situación, se conversó con la Lcda. Beatriz López González, jefatura del Subproceso 
de Cobros Administrativos quien indicó que, en relación con los plazos para la ejecución del 
proceso de cobro, el trámite de la correspondencia recibida implica todo un proceso de revisión 
y tramitología que puede ser de tres días aproximadamente, lo cual es variable, por lo que 
asignar plazos de atención depende de la carga de trabajo que se tenga y la información que 
deba solicitarse a otras instancias. 

 
Por otra parte, esta instancia fiscalizadora determinó que dentro de los factores que inciden en 
la desigualdad de los plazos de asignación de los expedientes a las asistentes legales, se 
encuentran, principalmente, la espera de documentos o información solicitada a otras 
instancias para la ampliación o aclaración de los casos; los atrasos en respuestas a solicitudes 
del domicilio del deudor; la omisión de información en la gestión de expedientes ya creados, la 
omisión de la jefatura para asignar en tiempo el expediente y la ausencia de un seguimiento 
oportuno a la gestión de los casos. 

 
Situaciones como las expuestas, son contrarias a lo dispuesto en la Ley General de la 
Administración Pública, en sus artículos 225 y 269, los cuales indican que, el procedimiento y la 
actuación administrativa deben realizarse con la intención de lograr un máximo de celeridad y 
eficiencia, así como con economía y simplicidad, dentro del respeto al ordenamiento y a los 
derechos e intereses del administrado. 

 
Considera esta Auditoría General que, el atraso en la asignación de los expedientes a las 
asistentes legales del Subproceso de Cobros Administrativos, es probable incida en la 
efectividad de la gestión cobratoria, situación que puede provocar la materialización de riesgo 
en la recuperación oportuna de los fondos públicos.   



 
 

 

 

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2586-4175 / 2586-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 
Página 18 de 55 

2.10. Sobre la atención a solicitudes de información 

 
En el estudio realizado a los 331 expedientes seleccionados, se determinó que las solicitudes 
de información que inicialmente requiere el Subproceso de Cobros Administrativos de otras 
instancias de esta Cartera, tales como ampliaciones, aclaraciones o solicitudes de domicilio, no 
fueron atendidas con la celeridad y prontitud requerida, ya que el 33 % de las mismas se 
atendieron después de 31 días naturales y un 8% no fueron atendidas, tal como se puede 
observar en la siguiente tabla: 

 
Tabla 4 
Tiempo de atención de las solicitudes de información 

Instancia 
Cantidad de 
Solicitudes 

0 a 30 días 
(*) 

31 a 60 
días (*) 

61 a 90 
días (*) 

91 a 120 
días (*) 

Más de 
120 días 

(*) 

S/R 
(**) 

Total 
% 

Dactiloscopia 90 58 8 4 1 7 12 59% 

Dpto. Remuneraciones, 
Dpto. Control y 
Documentación 

13 8 3 1  1  9% 

Dirección y Subdirección 
General de la Fuerza 

Pública 
15 5 6 1  3  10% 

Dirección General de 

Armamento 
5 3  1  1  3% 

Direcciones Regionales 
y Delegaciones 

17 8 1 2 1 5  11% 

Dpto. Legal de Tránsito 1     1  1% 

Otros 11 8 1   2  7% 

Total 152 90 19 9 2 20 12  

  59% 13% 6% 1% 13% 8% 100% 

Nota: (*) Plazo en días naturales. (**) Sin evidencia de respuesta en el expediente. 
Fuente: Elaboración propia 

 
Para efectos de una mejor comprensión de los resultados, es importante indicar que las 
solicitudes que se remitieron a las distintas instancias de la Institución, son requeridas por el 
Subproceso de Cobros Administrativos con el propósito de obtener información necesaria para 
la continuidad de la gestión de cobro, principalmente: precio de bienes extraviados, montos por 
reparaciones de vehículos, horarios de entrada y salida de funcionarios, permisos para 
licencias de estudio y domicilio de los deudores para notificar las gestiones de cobro 
respectivas, entre otros. 

 
Ahora bien, de las 152 solicitudes de información gestionadas por el Subproceso, 90 solicitudes 
(59%) se remitieron a la Sección de Dactiloscopia del Departamento de Inteligencia Policial de 
la Dirección de Operaciones, a efecto de obtener el domicilio de los deudores, pero en 12 
casos no se evidenció en el expediente el oficio de respuesta de dicha instancia, 13 solicitudes 
se atendieron entre 31 y 120 días naturales y 7 solicitudes fueron atendidas después de 120 
días naturales (entre 6 y 11 meses).  
 
Sobre el particular, se consultó con el Lic. José Pérez Salas, Jefe de la Sección de 
Dactiloscopia, quien manifestó que, el Subproceso de Cobros Administrativos remite oficios 
solicitando el domicilio de cada funcionario, vía correo electrónico, a partir del año 2017 y 
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puede remitir cantidades de entre uno o cincuenta oficios diarios, dependiendo del volumen de 
trabajo del Subproceso, por lo que cuando se reciben, se distribuyen entre los tres funcionarios 
autorizados para realizar consultas en la base de datos SAIP (Sistema de Administración de la 
Información Policial) y en el padrón electoral; anteriormente se utilizaba el Sistema RMS SICOP 
pero desde junio 2020 se dejó de utilizar. 

 
Agregó el Lic. Pérez Salas, que dependiendo del volumen de trabajo del Área de Gestión y 
Consultas, se puede tardar entre dos o tres días para evacuar la consulta de la información 
solicitada por el Subproceso de Cobros Administrativos, ya que también se atienden consultas 
de diferentes instancias, tanto internas y externas; posteriormente, se remite un oficio de 
respuesta el cual hasta del año 2019 se remitía con el mensajero de la Sección de 
Dactiloscopia, de Recursos Humanos o del Departamento de Inteligencia Policial (DIP), 
quienes los entregaban directamente en la oficina del Subproceso de Cobros Administrativos y 
que, en el caso de que sean muchas las solicitudes, se puede tardar máximo una semana. 

 
Asimismo, manifestó el Lic. Pérez Salas, que desconocía la situación que se dio 
específicamente en los casos que el Subproceso de Cobros Administrativos no recibió 
respuesta o ésta fue inoportuna, posiblemente porque en el año 2019 se enviaron las 
solicitudes al correo de la Sección de Dactiloscopia: dactiloscopia@seguridadpublica.go.cr el 

cual presentó problemas y fue bloqueado por la Dirección de Tecnologías de Información ya 
que no recibía  información y no se restableció más, en sustitución, desde finales del mes de  
febrero de 2019 se empezó a utilizar el correo: dactiloscopiamsp@seguridadpublica.go.cr. 

cambio que en algún momento se hizo del conocimiento del personal de apoyo del Subproceso 
de Cobros Administrativos mediante vía telefónica.  

 
Por último, manifestó que es posible que, en algunos casos, por capacidad del correo, este 
estuviera lleno y no permitiera el ingreso de nuevos correos, aunado a que la secretaria del 
Departamento estuvo incapacitada desde mayo hasta diciembre de 2019, por lo que hubo un 
proceso de acomodo de la funcionaria suplente, la cual no contaba con experiencia en estas 
labores.  

 
Por otra parte, en relación con las 62 solicitudes restantes gestionadas por el Subproceso de 
Cobros Administrativos a las otras instancias del Ministerio, 17 solicitudes fueron atendidas 
entre 31 y 120 días naturales y 13 solicitudes se gestionaron después de 120 días naturales 
(entre 4 y 11 meses), de las cuales 8 solicitudes corresponden a la Dirección y Subdirección 
General de la Fuerza Pública, Direcciones Regionales y Delegaciones Policiales, las cuales 
señalaron al Subproceso de Cobros Administrativos, en algunas ocasiones, que los atrasos se 
presentaron por extravío del oficio con el requerimiento, o bien, por dificultad para recopilar la 
información solicitada. 

 
Por lo anterior se consultó con la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de 
Cobros Administrativos quien indicó que, para el seguimiento de los casos en los que ha 
transcurrido un plazo prudencial de uno o dos meses sin respuesta, se asigna a la oficinista o a 
la asistente legal realizar llamadas telefónicas o enviar correos electrónicos a las instancias que 
se les ha solicitado información.  

 
Las situaciones comentadas, llaman la atención de esta Auditoría General, ya que denotan una 
atención extemporánea de las instancias que suplen la información, así como el incumplimiento 

mailto:dactiloscopia@seguridadpublica.go.cr
mailto:dactiloscopiamsp@seguridadpublica.go.cr
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de los principios de celeridad y eficiencia por parte de estas, aunado a un seguimiento 
inoportuno del Subproceso de Cobros Administrativos a los requerimientos de información. 
 
Al respecto, es preciso indicar que lo anterior contraviene lo establecido en los artículos 225 y 
269 de la Ley General de Administración Pública, que en lo que interesa reza: 

 
“Artículo 225. 
1. El órgano deberá conducir el procedimiento con la intención de lograr un 
máximo de celeridad y eficiencia, dentro del respeto al ordenamiento y a los 
derechos e intereses del administrado. 
 
Artículo 269. 
1. La actuación administrativa se realizará con arreglo a normas de economía, 
simplicidad, celeridad y eficiencia. 
2. Las autoridades superiores de cada centro o dependencia velarán, respecto 
de sus subordinados, por el cabal cumplimiento de este precepto, que servirá 
también de criterio interpretativo en la aplicación de las normas de 
procedimiento.” 

 

Aunado a lo anterior, se transgreden las Normas de Control Interno para el Sector Público 4.4. 
y 5.7, que dictan lo siguiente: 
 

“4.4 Exigencia de confiabilidad y oportunidad de la información  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben diseñar, 
adoptar, evaluar y perfeccionar las actividades de control pertinentes a fin de 
asegurar razonablemente que se recopile, procese, mantenga y custodie 
información de calidad sobre el funcionamiento del SCI y sobre el desempeño 
institucional, así como que esa información se comunique con la prontitud 
requerida a las instancias internas y externas respectivas. 

 
5.7 Calidad de la comunicación 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
establecer los procesos necesarios para asegurar razonablemente que la 
comunicación de la información se da a las instancias pertinentes y en el 
tiempo propicio, de acuerdo con las necesidades de los usuarios, según los 
asuntos que se encuentran y son necesarios en su esfera de acción. Dichos 
procesos deben estar basados en un enfoque de efectividad y mejoramiento 
continuo. 

 
Estas situaciones son alarmantes, porque evidencian una atención inoportuna a las solicitudes 
de información requerida por el Subproceso de Cobros Administrativos a las distintas instancias 
del Ministerio, afectándose la gestión de cobro, retrasando el proceso y la posible recuperación 
de los fondos públicos. 
 

 
2.11. Sobre la documentación para gestionar cobros por infracciones de tránsito 

 
Durante el desarrollo del estudio, esta Auditoría General determinó en la revisión de la muestra 
de 331 expedientes que, en los años 2018 y 2019, la Sección de Registro y Aseguramiento de 
la Dirección de Transportes remitió al Subproceso de Cobros Administrativos, el detalle de 
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boletas de infracciones de tránsito duplicadas, las cuales ya habían sido remitidas para cobro a 
los funcionarios o exfuncionarios en listados anteriores. 
 
La situación anterior se evidenció en la revisión realizada a los expedientes 1295-17 y 959-18 
que reflejaban el cobro de la boleta de tránsito 30000000374408 del 25 de agosto de 2016, por 
un monto de ¢21,964.00 (veintiún mil novecientos sesenta y cuatro colones exactos) la cual se 
gestionó por el Subproceso de Cobros Administrativos dos veces, inicialmente en el año 2017 y 
posteriormente, en el año 2018, situación que fue detectada después de realizado todo el 
proceso de cobro, cuando se remitió al Departamento de Remuneraciones y Compensaciones 
de la Dirección de Recursos Humanos para el respectivo rebajo salarial. 
 
Bajo la misma tesitura, se determinó que el oficio MSP-DM-VMA-DGAF-DTRANS-DCV-SRA-
051-2019 del 11 marzo de 2019 remitido por el Lic. Miguel Bulgarelli Monge, Jefe de la Sección 
de Registro y Aseguramiento de la Dirección de Transportes al Subproceso de Cobros 
Administrativos, contenía 11 boletas de infracción canceladas en el Derecho de Circulación del 
año 2019, las cuales ya habían sido canceladas en los años 2017 y 2018 y, por ende, remitidas 
para cobro anteriormente, situación irregular que detectó y comunicó la Lcda. Beatriz López 
González al Lic. Bulgarelli Monge con oficio MSP-DM-AJ-SPCA-2418-2019 del 12 de marzo de 
2019.  

 
En relación con lo antes citado, se consultó al Lic. Bulgarelli Monge, quién manifestó que, en 
los años anteriores al año 2019, el Instituto Nacional de Seguros (INS) tenía un acuerdo de 
entregar los derechos de circulación del Ministerio de Seguridad Pública y que estos se 
cancelaran después, situación que provocó que al momento de realizar los pagos y al no ser 
estos en efectivo, no se liquidaran algunas de las infracciones en el sistema del INS y COSEVI, 
lo que generó pagos dobles, los cuales en su oportunidad se reclamaron al COSEVI para que 
los rembolsara a la Caja Única del Estado, ya que era un problema de los sistemas de dichas 
instituciones. 

 
Aunado a lo anterior, indicó que antes del año 2019, no se realizaba la revisión de las boletas 
de infracción de años anteriores, ya que se confiaba en que el pago se había realizado 
correctamente y el proceso se había aplicado como correspondía en el Sistema del INS, por 
tanto, las certificaciones que esa institución emitía se consideraban fidedignas. 

 
Por último, el Lic. Bulgarelli Monge, señaló que, a partir del año 2019, se realiza el pago de los 
derechos de circulación de forma inmediata con la tarjeta institucional; por lo que, con esta 
modalidad de pago, se liquida la totalidad de los montos de las boletas de infracción y, 
posteriormente, se solicita un desglose al INS del detalle de las infracciones canceladas para 
verificar que estén liquidadas y se corroboran de igual forma en los listados de COSEVI.  

 
Lo anterior es incongruente con lo estipulado en la Norma 5.6., de las Normas de Control 
Interno para el Sector Público sobre la “Calidad de la información”, la cual establece que, el 
jerarca y los titulares subordinados deben asegurar razonablemente que los sistemas de 
información contemplen los procesos requeridos para recopilar, procesar y generar información 
que responda a las necesidades de los distintos usuarios y cuyos atributos están referidos a la 
confiabilidad, oportunidad y utilidad. 
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La situación en comentario debilita el sistema de control interno, ante la ausencia de controles 
que garanticen la confiabilidad de la información que suministra la Sección de Registro y 
Aseguramiento de la Dirección de Transportes al Subproceso de Cobros Administrativos y 
posibilita la gestión de un proceso de cobro que ya ha sido realizado y retrasa las gestiones 
cobratorias del Subproceso, al tener que validar la información remitida por la instancia técnica. 
 
 
2.12. Sobre la emisión de la primera resolución.  

 
Del análisis realizado a los 331 expedientes de la muestra, se determinó que no existen plazos 
establecidos para que las asistentes legales realicen la primera resolución (de auto de apertura 
o de archivo definitivo), ya que, si bien a un 46% de los casos (153 expedientes) se les realizó 
la primera resolución en un plazo menor a 30 días naturales; se evidenció que en un 39% de 
los casos (129 expedientes), la primera resolución se realizó entre 31 y 120 días naturales y un 
10% de la muestra (34 expedientes), en un período superior a los 120 días naturales. 

 
Adicionalmente, se determinó que un 5% de los casos (15 expedientes) no contaban con la 
resolución de inicio de gestión, de los cuales dos expedientes corresponden a casos de 
lesividad y/o nulidad absoluta, evidente y manifiesta que presentaban entre 562 y 576 días 
naturales desde su asignación a la asistente legal; y los 13 casos restantes, corresponden a 
cobros por licencias de estudio, daño de bienes y otros, los cuales tenían entre 140 y 521 días 
naturales sin una primera resolución al momento de la revisión por parte de esta instancia 
fiscalizadora.  

 
Dentro de los factores que inciden en los plazos para realizar la primera resolución, se 
evidenció como principal causa, la respuesta inoportuna por parte de otras instancias a los 
oficios de solicitudes de información requeridos por el Subproceso Cobros Administrativos, así 
como un seguimiento inoportuno de la información requerida por parte del Subproceso; la 
omisión de algún procedimiento de parte las asistentes legales y las investigaciones 
preliminares de recopilación de información extensas que deben realizarse en los casos de 
lesividad y/o nulidad absoluta, evidente y manifiesta. 

 
La situación señalada, preocupa a esta Auditoría General, ya que contraviene lo establecido en 
los artículos 225 y 269 de la Ley General de Administración Pública, supra citados y en 
consecuencia afecta y retrasa la gestión de cobro y por ende la posible recuperación de los 
fondos públicos, en contraposición asimismo de la Norma 4.5 de las Normas de Control Interno 
para el Sector Público, que ordena que el jerarca y los titulares subordinados, deben establecer 
actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. 
 
 
2.13. Sobre la notificación de las actas de resoluciones de cobros administrativos  

 
En el estudio realizado a los 331 expedientes seleccionados, se determinó que, de un total de 
426 solicitudes de notificación gestionadas por parte del Subproceso de Cobros Administrativos 
correspondientes a resoluciones de auto de apertura, resoluciones determinativas y demás, 
necesarias del procedimiento administrativo, un 40% de las mismas (170 solicitudes) se 
gestionaron en un período superior a los 31 días naturales. 
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De las indicadas 170 solicitudes, 163 fueron realizadas por las distintas dependencias de la 
Fuerza Pública, de las cuales 150 solicitudes se gestionaron en un plazo de entre 30 y 120 días 
desde el momento en que fueron recibidas en la Sección de Administración de 
Correspondencia (SAC) hasta que fueron devueltas al Subproceso de Cobros Administrativos, 
mientras que 13 solicitudes se gestionaron en un plazo de entre 120 y 240 días.   
 
Por otra parte, siete solicitudes de notificación fueron gestionadas por otros cuerpos policiales e 
instancias del Ministerio, de las cuales una fue gestionada en un período superior a los 120 
días y seis solicitudes entre 30 y 120 días.  

 
Ante tal situación, se conversó con la Lcda. Beatriz López González, Jefe del  Subproceso de 
Cobros Administrativos, quien manifestó que, todas las notificaciones de las resoluciones se 
tramitan en sobre cerrado, ya que no se cuenta con un funcionario notificador en el 
Subproceso, de esta forma se remiten al SAC, para que las diligencie con los distintos cuerpos 
policiales, en su mayoría con las diferentes dependencias de la Dirección de la Fuerza Pública 
o bien se envíen mediante correo certificado con Correos de Costa Rica. 

 
Sobre la misma temática, se conversó con la Lcda. Ana María Díaz Prudencio, Coordinadora 
del SAC, quien manifestó que la documentación que gestiona el Subproceso de Cobros 
Administrativos ante esa sección, se recibe mediante oficio y se anota diariamente en la boleta 
de control de correspondencia entregada de cada dependencia a la que se le debe distribuir la 
documentación. 

 
Asimismo indicó, en lo que respecta a la Dirección de la Fuerza Pública, que la documentación 
se entrega a los funcionarios autorizados de las diferentes Direcciones Regionales y estas a su 
vez,  la deben distribuir a las distintas delegaciones policiales, de igual forma los otros cuerpos 
policiales se encargan de retirar su documentación y remitirla a sus diferentes dependencias en 
todo el país, con excepción de la Policía de Control de Drogas y el Servicio Nacional de 
Guardacostas, a las cuales se les envía la documentación con personal del SAC. 

 
Continúa manifestando que, la gestión de la entrega de documentación depende de la 
oportunidad de los cuerpos policiales para retirar la misma, por lo que cada Dirección Regional 
y demás direcciones y oficinas adjuntas del Ministerio, envían a un funcionario autorizado para 
retirar la documentación dos veces por semana, si en tres o cuatro días no han retirado la 
documentación se llama a las instancias, por lo general las entregas se hacen máximo por 
semana, con excepción de alguna situación especial que se presente y lo máximo que puede 
permanecer la documentación sin entregar es de 15 días naturales. 
 
También señaló que, cada instancia que envía documentación es responsable de darle 
seguimiento a la recepción de la misma en el destino, el proceso del SAC concluye con la 
entrega al funcionario que recibe la documentación, por lo que las actas de notificación 
diligenciadas por los cuerpos policiales, son estos mismos quienes las entregan directamente 
en el Subproceso de Cobros Administrativos. 

 
Por otra parte, la funcionaria Díaz Prudencio manifestó que, en relación con el envío de 
documentación por correo certificado, las funcionarias del Subproceso de Cobros 
Administrativos entregan un sobre para cada destinatario, el cual se anota en un control de 
“Correos Certificados” y se envía diariamente junto con la documentación a la sucursal de 
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Correos de Costa Rica más cercana. Asimismo, un funcionario de Correos de Costa Rica 
entrega diariamente en el SAC los acuses de recibo de los correos certificados o la devolución 
de la documentación que no le fue posible gestionar, ya sea porque el domicilio era incorrecto o 
que no se pudo localizar el destinatario; dicha gestión se realiza en dos días en la Gran Área 
Metropolitana y de cinco a ocho días hábiles en el resto del país. 

 
Finalmente, señaló que a cada instancia del Ministerio se le asigna una boleta de control de 
entrega de documentación, por lo que diariamente con el mensajero interno se le remite al 
Subproceso de Cobros Administrativos la documentación recibida, siendo que toda la 
documentación correspondiente al Subproceso es recibida y entregada oportunamente. 

 
Como referencia a la problemática expuesta, se determinó que, a la fecha de la realización de 
esta auditoría, la resolución de auto de apertura del expediente 4080-16 de fecha 16 de 
setiembre de 2016, no había sido notificada pese a que habían transcurrido más de 36 meses, 
ya que se presentaron situaciones como: el extravío de los documentos por parte del 
notificador, seguimiento inoportuno por parte del Subproceso, espera de información para la 
realización de una adición a la resolución de auto de apertura y omisión del reenvío de la 
notificación nuevamente; por lo que, el 27 de agosto de 2019 se remitieron al Programa 91 
Actividades Centrales las resoluciones para su publicación mediante edictos en el Diario Oficial 
La Gaceta, publicándose éstas hasta el mes de marzo de 2020. 

 
Destaca también, el expediente 6144-15, en el cual las gestiones de cobro iniciaron hasta el 
mes de junio del año 2017 y el acta de notificación de resolución de auto de apertura se tramitó 
por parte del Subproceso al SAC hasta el 30 de marzo de 2018, misma que fue extraviada dos 
veces por la delegación policial encargada de la notificación y se presentaron atrasos en la 
devolución del acta de notificación, devolviéndose sin diligenciar hasta el 22 de diciembre de 
2018, por lo que hasta el 27 de agosto de 2019 se remitió al Programa 91 Actividades 
Centrales la resolución para su publicación mediante edictos en el Diario Oficial La Gaceta, 
publicándose en el mes de marzo de 2020, por lo que transcurrieron 23 meses para hacer 
efectiva su notificación.  
 
Sobre el particular, la Lcda. Beatriz López González, Jefatura del Subproceso de Cobros 
Administrativos, manifestó que, entre las resoluciones existen plazos establecidos por Ley que 
deben cumplirse, por ejemplo, el de los 15 días hábiles que se debe considerar para que el 
encausado establezca su derecho a la defensa o al plazo entre las intimaciones que se debe 
dar a la parte, para que se manifieste. No obstante, la colaboración de la Fuerza Pública es un 
factor externo al Subproceso, siendo que esta ayuda se brinda en el momento en que les sea 
posible notificar al domicilio del deudor, por lo que los plazos de entrega dependen de esas 
instancias. 

 
En virtud de lo comentado, se consultó al Comisionado Reinaldo González Cubero, Subdirector 
General de la Fuerza Pública, quien manifestó que, cada Dirección Regional establece su 
propia periodicidad para recoger documentos, ya que estas son las que tienen el cuerpo 
administrativo para atender dichas gestiones; en la mayoría de los casos, la Dirección Regional 
avisa a las delegaciones y se coordinan entre ellas para retirar la documentación, lo cual 
depende de la cantidad de documentos que se tengan que distribuir en las distintas regiones. 
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Asimismo, indicó que, normalmente las notificaciones se realizan con la intención de que sean 
tramitadas a la brevedad posible, pero no se cuenta con un procedimiento específico 
establecido para la atención de estas, por lo que esto depende de la agilidad del envío de 
documentos a las delegaciones, pero se debe considerar que existen circunstancias que 
afectan los trámites, tales como incapacidades del personal, disfrute de vacaciones 
acumuladas o poco interés en la gestión para algunos casos. 

 
Además, agregó que, la Dirección General de la Fuerza Pública no cuenta con puestos de 
mensajería dado que no es una función atinente a la función policial, por lo que las actividades 
de entrega de documentación no son tan programables como se deseara, por lo que se 
aprovechan otro tipo de gestiones para enviar documentación y colaborar con las gestiones de 
la Administración; sin embargo, indicó que a nivel de la Fuerza Pública se podría establecer 
tiempos máximos para esas gestiones. 

 
Del análisis realizado, se desprende que el atraso en la gestión de las actas de notificación de 
las resoluciones de cobros administrativos, ocurre por omisión de la notificación por parte de 
las delegaciones policiales, extravío de las actas de notificación por parte de los notificadores, 
omisión de la remisión de las actas de notificación al Subproceso de Cobros Administrativos y 
falta de presupuesto para publicar mediante el Diario Oficial La Gaceta los edictos de las 
resoluciones, asimismo, por omisión del envío de las actas de notificación por parte del 
Subproceso de Cobros Administrativos y el seguimiento inoportuno a dichas actas de 
notificación; así como por direcciones de domicilio inexactas o incorrectas que dificultan la 
ubicación del deudor, facilitadas en su mayoría por la Sección de Dactiloscopia del 
Departamento Inteligencia Policial de la Dirección de Operaciones. 

 

En relación con el domicilio inexacto o incorrecto de los funcionarios brindado por la Sección de 
Dactiloscopia, el Lic. José Pérez Salas, Jefe de dicha Sección, manifestó que, la información 
que se tiene en la base de datos de consulta, se actualiza únicamente cuando el funcionario se 
recluta, renueva el permiso de portación de armas o a solicitud de la Dirección de Recursos 
Humanos al realizar los ascensos y descensos, dado que no existe una directriz interna que le 
exija a los funcionarios actualizar los datos del padrón periódicamente. 
 
Por todo lo antes comentado, se consultó con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor 
Jurídico, quien manifestó que, la Ley General de la Administración Pública señala que, al 
encausado se le puede notificar donde el expediente así lo especifique, este puede ser un 
expediente físico o electrónico de la Dirección de Recursos Humanos y considera que, no se 
violentaría ningún tipo de normativa si la Asesoría Jurídica tuviera acceso a la información que 
dicha dependencia tiene en sus bases de datos que, por el contrario, permitiría el desarrollo de 
las funciones de esa Asesoría Jurídica de manera más oportuna, minimizándose la afectación 
de los plazos de caducidad o prescripción. 

 
Por lo anterior, esta Auditoría General es puntual en señalar la responsabilidad que le 
corresponde a la Administración, en cumplimiento de la Ley General de Administración Pública 
en sus artículos 225 y 269 que regulan que, el procedimiento administrativo se realice con un 
máximo de celeridad y eficiencia, dentro del respeto al ordenamiento y a los derechos e 
intereses del administrado y será responsabilidad de la Administración y el servidor cualquier 
retardo grave e injustificado. 
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Adicionalmente, se incumple con lo señalado en la norma 4.4 de las Normas de Control Interno 
para el Sector Público, la cual establece que el jerarca y los titulares subordinados, deben 
diseñar, adoptar, evaluar y perfeccionar las actividades de control pertinentes a fin de asegurar 
razonablemente que se recopile, procese, mantenga y custodie información de calidad, así 
como que esa información se comunique con la prontitud requerida a las instancias internas y 
externas respectivas. 

 
Las situaciones comentadas, preocupan a esta Auditoría General, ya que plazos extensos de 
tiempo para notificar las resoluciones, así como extravío de documentación de actas de 
notificación, por parte de las distintas instancias del Ministerio, afectan la gestión de cobro, 
retrasan el proceso y por ende la posible recuperación de los fondos públicos. 

 
 

2.14. Sobre el archivo provisional de expedientes. 
 

Esta Auditoría General constató que el Subproceso de Cobros Administrativos no cuenta con 
lineamientos debidamente formalizados donde se establezca los casos en que procede el 
archivo provisional de los procesos cobratorios, así como los lineamientos para su posterior 
archivo definitivo.   
 
De acuerdo con el análisis realizado, se determinó que de la muestra de 331 expedientes 
revisados, 27 expedientes fueron archivados mediante resolución de archivo provisional, de los 
cuales 24 se archivaron por no poder notificar a los deudores en las direcciones obtenidas por 
el subproceso y corresponder a montos entre ¢855.00 (ochocientos cincuenta y cinco colones 
exactos) y ¢142,380.00 (ciento cuarenta y dos mil trescientos ochenta colones exactos) y tres 
expedientes se archivaron al no poder localizar al deudor por encontrarse fuera del país. 

 
En lo que respecta a los 24 expedientes que se archivaron provisionalmente por bajo monto, la 
resolución se fundamentó en que resulta más onerosa su gestión de cobro que lo adeudado en 
sí, tomando como referencia el precio de las publicaciones, según el oficio MSP-DM-VMA-
DGAF-0700-089-2018 suministrado por la Lcda. Carolina Castro del Castillo, otrora 
Coordinadora de Ejecución Presupuestaria del Programa 089 Gestión Administrativa de 
Cuerpos Policiales y en algunos casos el costo hora laboral por funcionario del subproceso de 
acuerdo con en el oficio MSP-DM-VMA-DGAF-DRH-DRC-6021-2019, remitido por el 
Departamento de Remuneraciones y Compensaciones. 

 
Sobre el particular, se consultó con la Lcda. Beatriz López González, Jefe Subproceso de 
Cobros Administrativos, quien manifestó que, anteriormente, se hacía un cálculo para 
determinar el monto exiguo en sede administrativa, monto con el cual se podía, eventualmente, 
archivar el caso y no enviar al Departamento de Cobros Judiciales, pero desde la publicación 
de la Directriz DGH–D-004-2018 de fecha 1 de marzo de 2019, emitida por la Dirección 
General de Hacienda,  se indicó, como causal de incobrabilidad, los casos de adeudos cuya 
gestión de cobro resulta más onerosa, por cuanto el Estado tendría que invertir en su cobro, 
recursos humanos y materiales que superan el monto exiguo para gestionar en sede judicial. 
 
Asimismo indicó que, en acatamiento de la Directriz antes citada, todos los cobros se tramitan; 
no obstante, aquellos casos en que a un exfuncionario se le hizo una resolución de auto de 
apertura e intimación de deuda, pero no fue posible notificar por medio de la Fuerza Pública o 



 
 

 

 

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2586-4175 / 2586-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 
Página 27 de 55 

por correo certificado y el monto a cobrar es inferior al costo promedio de publicación de los 
tres edictos en el Diario Oficial La Gaceta (¢150,000.00), se procede con el archivo provisional 
de estos casos, en espera de posibles nuevos montos por cobrar a la misma persona y si estos 
sobrepasan el costo de publicación, se reactiva el cobro; considerando los plazos de 
prescripción y basado en principios constitucionales de racionabilidad, eficiencia y economía 
procesal. 

 
Por otra parte, en relación con los tres expedientes que se archivaron de manera provisional 
por encontrarse el deudor fuera del país, la Lcda. López González, señaló que, cuando no se 
puede notificar al deudor y se conoce que este salió del país, se solicita una certificación de 
entradas y salidas a la Dirección General de Migración y Extranjería y se adjunta en el 
expediente, ya que no se puede continuar con el procedimiento. 

 
Asimismo, agregó que, cuando los casos corresponden a deudas pendientes por algún proceso 
disciplinario, se le podría dar seguimiento, pero por experiencia, los deudores no regresan al 
país y realizar la gestión de movimientos migratorios implica tiempo y gastos para la 
administración, por lo que generalmente, estos casos se dejan en estado de inactividad y se 
realiza una resolución de archivo provisional. Sin embargo, en ocasiones y dependiendo del 
monto, se realiza nuevamente la consulta de movimientos migratorios antes de remitirlo al 
Departamento de Archivo Central, para determinar si se puede abrir el caso e iniciar 
nuevamente el proceso de notificación de la resolución de auto de apertura. 
 
Bajo la misma tesitura, el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, manifestó que, el 
Subproceso de Cobros Administrativos debería revisar al menos cada dos o tres meses los 
expedientes archivados de manera provisional, para determinar si hubo algún cambio y tomar 
las acciones necesarias y posibles antes de que se cumplan los plazos de caducidad o 

prescripción. 
 
Si bien es cierto, el Subproceso de Cobros Administrativos dispone de criterios para el archivo 
provisional de expedientes, estos no están documentados formalmente, por tanto, dicha 
situación incumple lo señalado en las Normas de Control Interno para el Sector Público 4.1 y 
4.6, que textualmente rezan: 
 

“4.1 Actividades de Control 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben diseñar, 
adoptar, evaluar y perfeccionar, como parte del SCI, las actividades de control 
pertinentes, las que comprenden las políticas, los procedimientos y los 
mecanismos que contribuyen a asegurar razonablemente la operación y el 
fortalecimiento del SCI y el logro de los objetivos institucionales. Dichas 
actividades deben ser dinámicas, a fin de introducirles las mejoras que 
procedan en virtud de los requisitos que deben cumplir para garantizar 
razonablemente su efectividad. 
 
4.6 Cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
establecer las actividades de control que permitan obtener una seguridad 
razonable de que la actuación de la institución es conforme con las 
disposiciones jurídicas y técnicas vigentes. Las actividades de control 
respectivas deben actuar como motivadoras del cumplimiento, prevenir la 
ocurrencia de eventuales desviaciones, y en caso de que éstas ocurran, 
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emprender las medidas correspondientes. Lo anterior, tomando en cuenta, 
fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y 
los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas…” 

 
Las situaciones antes comentadas preocupan a esta instancia fiscalizadora, por cuanto se 
evidencian debilidades de control, al no contar el Subproceso de Cobros Administrativos con un 
lineamiento formal en el cual se consideren las leyes, normas, principios, criterios y demás 
disposiciones para motivar el archivo provisional de los expedientes, así como los lineamientos 
para el posterior archivo definitivo. 
 
 
2.15. Sobre el archivo definitivo de expedientes. 

 

Durante el desarrollo del estudio, esta instancia fiscalizadora comprobó que el Subproceso de 
Cobros Administrativos no cuenta con lineamientos debidamente formalizados, donde se 
establezca los casos en que procede el archivo definitivo de los procesos cobratorios.  

 
En relación con el archivo definitivo de expedientes, se determinó que, de la muestra de 331 
expedientes revisados, 80 expedientes fueron archivados de forma definitiva, de los cuales, 10 
expedientes se archivaron por improcedencia del cobro del preaviso por caducidad en la 
gestión (12,50%), 14 expedientes se archivaron por no contar con el detalle del rubro a cobrar 
por la reparación de los daños de los vehículos (17,50%) y el resto de expedientes se 
archivaron de manera definitiva (70%) por cancelación de la deuda, fallecimiento del deudor o 
improcedencia de cobro, tal como se muestra en la siguiente tabla: 

 
Tabla 5 
Detalle de expedientes archivados de manera definitiva 

Motivo 
Resolución 

Archivo 
Definitivo 

% 

Cancelación de deuda 26 32,50% 

Por fallecimiento 15 18,75% 

Improcedencia del cobro 15 18,75% 

Vehículos no reparados con fondos públicos (póliza INS o por el MSP) 14 17,50% 

Caducidad gestión cobro de preaviso 10 12,50% 

Total  80 100% 

Nota: Total de expedientes con resolución definitiva de la muestra de 331expedientes revisados. 
Fuente: Elaboración propia. 

 
Para mayor abundamiento del tema, se detallan las situaciones presentadas en los casos que 
el Subproceso de Cobros Administrativos realizó resoluciones de archivo definitivo, por no 
contar con el monto a cobrar de la reparación de los daños de los vehículos y por la 
improcedencia del cobro del preaviso, dada la caducidad del plazo para realizar la gestión: 
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2.15.1. Expedientes por cobro de colisiones.  

 
Durante el desarrollo del estudio, esta Auditoría General determinó que 14 expedientes se 
archivaron de manera definitiva, según se muestra en la tabla anterior, debido a que el 
Subproceso de Cobros Administrativos solicitó información sobre la reparación de los vehículos 
a los diferentes cuerpos policiales y estos manifestaron que las móviles no se habían reparado 
con presupuesto del Ministerio o que los daños fueron absorbidos por subsiguientes 
reparaciones y no era posible individualizar el costos de los daños por evento, por lo que se 
realizaron las resoluciones de los expedientes justificadas con la imposibilidad de determinar el 
rubro a cobrar a los imputados por los daños ocasionados a los vehículos y que no fueron 
cubiertos por la póliza del INS. 
 
Ante tal situación, este ente fiscalizador consultó con la Lcda. Wendy Rivera Román, Jefe del 
Departamento Legal de Tránsito de la Dirección de Transportes, quien manifestó que, todo 
vehículo del Ministerio que tenga una colisión, debe hacer el avalúo de los daños en el taller 
asignado con un perito autorizado por el INS y, posteriormente, remitir la estimación de los 
daños a este Departamento. 

 
Continuó señalando que, en los casos en los cuales el rubro de la reparación del vehículo es 
inferior al monto del deducible o la utilización de la póliza es rechazada por otros motivos, el 
taller informa al Oficial Administrador para que éste a su vez informe a la delegación policial, la 
cual debe hacer la gestión ante el programa presupuestario para valorar la reparación con su 
presupuesto, generalmente si la reparación es necesaria para pasar la revisión técnica 
vehicular la realizan, pero si el daño es menor y no afecta la operatividad policial valoran en 
qué momento se envía a reparar  la móvil. 

 
Así las cosas y dado que la mayoría de casos corresponden a móviles de la Dirección General 
de la Fuerza Pública, se consultó con el Comisionado Reinaldo González Cubero, Subdirector 
General de la Fuerza Pública, quien manifestó que, en los casos que el daño a la móvil era 
menor y este no fue cubierto por el deducible del INS, es posible que el vehículo no fue 
reparado posterior a la colisión, sino en algún otro momento que la móvil tenga un daño mayor, 
ya que hay que considerar la operatividad de las móviles y la necesidad de utilización de las 
mismas. 

 
En línea con lo anterior, se consultó con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, 
quién manifestó que, en los casos que no es posible determinar el rubro a cobrar al funcionario 
debido a que los daños causados al vehículo no han sido reparados por el programa 
presupuestario, se podría utilizar el avalúo del perito autorizado por el INS, donde se brinda la 
estimación de las reparaciones, dato importante que posibilita iniciar el proceso de cobro, 
aunado a que existe un procedimiento administrativo en el que se la imputa la responsabilidad 
al encausado y se tienen elementos suficientes para iniciar el cobro. 
 
En otro orden de ideas, es importante indicar que la documentación correspondiente para las 
gestiones de cobro de las colisiones en la que los funcionarios o exfuncionarios fueron 
responsabilizados por los daños, es remitida por el Departamento Legal de Tránsito de la 
Dirección de Transportes al Subproceso de Cobros Administrativos años después de ocurrido 
el evento, situación que se detalla en la siguiente tabla: 
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Tabla 6 
Expedientes por colisiones con resolución de archivo definitivo 

No. Expediente Fecha de la Colisión 

Fecha de recepción de 
documentos en el 

Subproceso de Cobros 
Administrativos 

Tiempo que 
transcurrió desde la 
colisión hasta que 

se entregan 
documentos para 

cobro 

0027-18 09/02/2009 20/12/2017 8 años y 10 meses 

0030-18 14/01/2010 20/12/2017 7 años y 11 meses 

0971-18 04/12/2012 05/03/2018 5 años y 3 meses 

1479-18 18/09/2015 04/04/2018 2 años y 6 meses 

3217-18 25/12/2014 20/07/2018 3 años y 6 meses 

3971-18 27/03/2014 20/07/2018 4 años y 3 meses 

3980-18 13/12/2014 20/07/2018 3 años y 7 meses 

4098-18 29/05/2015 05/09/2018 3 años y 3 meses 

4101-18 17/01/2017 05/09/2018 1 año y 7 meses 

4107-18 20/10/2014 05/09/2018 3 años y 11 meses 

4519-18 14/04/2015 02/11/2018 3 años y 6 meses 

0148-19 28/11/2014 25/01/2019 4 años y 2 meses 

0150-19 20/11/2014 25/01/2019 4 años y 2 meses 

0154-19 12/08/2015 25/01/2019 3 años y 5 meses 

Nota: Detalle de los expedientes seleccionados de la muestra, que no fue posible determinar el rubro a cobrar por 
parte del Subproceso de Cobros Administrativos. 

Fuente: Elaboración propia. 

 
Por lo anterior, esta Auditoría General conversó con la Lcda. Rivera Román, quien externó que, 
no hay un plazo establecido para remitir los expedientes por cobros de colisiones al 
Subproceso de Cobros Administrativos y dado el volumen de gestiones del departamento, 
estos se envían aproximadamente tres veces al año. 

 
Asimismo, indicó que, el Departamento Legal de Tránsito sólo puede remitir la documentación 
al Subproceso de Cobros Administrativos hasta que la Sección de Procedimientos 
Administrativos y la Sección de Reclamos de Póliza, ambos de la Dirección de Transportes, 
den por resuelto el caso y se defina la responsabilidad del imputado. 

 
Continuó manifestando la Lcda. Rivera Román que, los plazos de tramitación del procedimiento 
administrativo pueden durar años, en especial los casos de colisiones de vehículos policiales, 
esto porque se rigen según los plazos establecidos en la Ley General de Policía y 
pronunciamientos de la Procuraduría General de República, en los cuales se indica que, en el 
momento en que se recibe el aviso de accidente por el Departamento Legal de Tránsito, este 
tiene dos años para la realización de la resolución de auto de apertura de la causa y la 
notificación, después aplica un plazo máximo de otros dos años para hacer la instrucción y la 
recomendación al Consejo de Personal, quienes generalmente resuelven en un plazo máximo 
de dos meses, posteriormente pasa a la fase recursiva en la cual no hay plazo establecido por 
Ley, por lo que este proceso puede tardar muchos años. 
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Igualmente, señaló que, el procedimiento de reclamo de póliza, también puede durar años, 
debido a que inicialmente se revisa si el vehículo tiene otros eventos pendientes de reparación 
y si los tiene o están abiertos se le asigna automáticamente al mismo taller para que realice el 
avalúo y la reparación, caso contrario, se le asigna un taller de manera aleatoria y una vez 
asignado el taller, se hacen las gestiones correspondientes con el taller y el Oficial 
Administrador para que coordinen el avalúo. 

 
Una vez realizado el avalúo, el INS puede tardar hasta más de un mes en remitir la estimación 
de costos al taller e indicar si la póliza cubre la reparación, si la propuesta no cubre la 
reparación se cierra el caso en el sistema y le corresponde al programa presupuestario 
coordinar la reparación de la móvil. Por otra parte, los casos en los que la reparación es 
cubierta por la póliza, el encargado de la delegación policial coordina con el taller la reparación 
del vehículo, pero el plazo para realizar esta gestión depende de dicha instancia, quien lo 
valora según la operatividad y el daño del vehículo; tomando en cuenta que el plazo que da el 
INS para hacer efectiva la reparación es de cinco años.  
 
Finalmente, cuando el vehículo es reparado y se tiene toda la documentación incluida la hoja 
de liquidación del INS, se unen los dos expedientes, el administrativo y el de reclamo de la 
póliza de seguros y se definen los casos que corresponde remitir al Subproceso de Cobros 
Administrativos. 

 
Adicionalmente, la Lcda. Rivera Román manifestó que, la posibilidad de remitir mensualmente 
los expedientes al Subproceso de Cobros Administrativos se ve afectada por el volumen que 
gestionan diariamente en las distintas secciones, el poco personal del departamento y las 
demás funciones que debe desempeñar el funcionario a cargo de remitir los expedientes, 
aunado a que el proceso en general es lento. 

 
Es preocupante para esta Auditoría General que las circunstancias descritas impidan al 
Subproceso de Cobros Administrativos determinar, en algunos casos, el rubro a cobrar a los 
funcionarios o exfuncionarios por colisiones de los vehículos, por lo que estos expedientes se 
archivan de manera definitiva, en contraposición de los artículos 196, 210 y 269 de la Ley 
General de la Administración Pública, que en lo que interesa rezan: 
 

“Artículo 196. 
En todo caso el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable e 
individualizable en relación con una persona o grupo.” 
 
“Artículo 210. 
1. El servidor público será responsable ante la Administración por todos los 
daños que cause a ésta por dolo o culpa grave, aunque no se haya producido 
un daño a tercero.” 
 
“Artículo 269. 
1. La actuación administrativa se realizará con arreglo a normas de economía, 
simplicidad, celeridad y eficiencia. 
 
2. Las autoridades superiores de cada centro o dependencia velarán, respecto 
de sus subordinados, por el cabal cumplimiento de este precepto, que servirá 
también de criterio interpretativo en la aplicación de las normas de 
procedimiento.” 
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Sobre el mismo tema que nos ocupa, es preciso señalar la posible falta de observancia y 
cumplimiento de lo que dispone el ordenamiento en el Reglamento para uso de vehículos del 
Ministerio de Seguridad Pública, el cual en su artículo 24 establece como obligaciones del 
conductor, cubrir económicamente los daños causados al vehículo que le ha sido asignado si 
ha incurrido en alguna de las situaciones absolutamente prohibidas en dicho Reglamento, sin 
perjuicio de las sanciones de tipo disciplinario que eventualmente puedan imponerse. 

 
Por consiguiente, las situaciones descritas, llaman la atención de esta Auditoría General, al no 
poder gestionar el Subproceso de Cobros Administrativos el cobro correspondiente a los 
responsables para resarcirse los daños causados a los vehículos oficiales, mismos que no 
fueron cubiertos por la póliza de seguro y que no fueron reparados con recursos del programa 
presupuestario, situación que afectan la recuperación de los fondos públicos. 

 
2.15.2. Expedientes por cobro de preaviso. 

 
Al respecto, esta Auditoría General determinó que los 10 expedientes de casos por cobro de 
preaviso fueron archivados de manera definitiva, según se muestra en la Tabla 5; de los cuales, 
nueve expedientes se archivaron por la imposibilidad del Subproceso de Cobros 
Administrativos de gestionar estos antes de los treinta días de caducidad establecidos en la 
normativa y un caso por causa del fallecimiento del deudor. 

 
En razón de lo anterior, se consultó a la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de 
Cobros Administrativos, quien expresó que, para gestionar el cobro del preaviso se cuenta con 
un plazo de caducidad de treinta días establecido en los artículos 32 del Código de Trabajo y 
417 de la Reforma Procesal Laboral, siendo que lo único que interrumpe dicho plazo es la 
notificación efectiva de la resolución de auto de apertura, por lo que, al ser un plazo tan corto, 
normalmente cuando ingresa el caso al Subproceso el mismo ya caducó. 

 
Asimismo, indicó que, el proceso de gestión de cobro del preaviso inicia con la entrega de la 
carta de renuncia del funcionario a la jefatura directa, subsiguiente la jefatura realiza un oficio 
para remitir la misma a la Dirección Regional (en el caso de funcionarios policiales), ésta luego 
los remite al Departamento de Control y Documentación de la Dirección de Recursos Humanos 
y este, posteriormente, al Departamento de Remuneraciones y Compensaciones para el 
análisis y cálculo del monto correspondiente por preaviso y otras sumas (en algunos casos) y 
finalmente, este departamento lo traslada mediante oficio al Subproceso de Cobros 
Administrativos para iniciar el proceso correspondiente de cobro. 

 
Para ampliar más sobre la temática, se detalla en la siguiente tabla la trazabilidad de la 
documentación de los nueve casos considerados en la muestra, correspondientes a solicitudes 
de cobro de preaviso al Subproceso de Cobros Administrativos, las cuales fueron archivadas 
por caducidad del plazo para realizar el cobro del mismo. 
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Tabla 7 
Expedientes por cobro de preaviso con resolución de archivo definitivo 

Expediente 
Fecha rige 
la renuncia 

Fecha oficio del 
Dpto. de 
Control y 

Documentación 

Fecha recibido 
Dpto. de 

Remuneraciones 

y 
Compensaciones 

Fecha oficio 
Dpto. de 

Remuneraciones 

y 
Compensaciones 

Fecha recibido 
Subproceso de 

Cobros 

Administrativos 

Días 
trascurridos  

393-18 01/11/2017 27/10/2017 01/11/2017 11/01/2018 07/02/2018 98 días 
830-18 19/11/2017 07/12/2017 07/12/2017 14/02/2018 19/02/2018 92 días 
908-18 28/12/2017 21/12/2017 Ilegible 21/02/2018 05/03/2018 67 días 

3220-18 09/08/2018 06/08/2018 06/08/2018 21/08/2018 22/08/2018 13 días 
719-19 17/03/2019 18/03/2019 20/03/2019 02/04/2019 08/04/2019 22 días 
725-19 01/03/2019 07/03/2019 07/03/2019 25/03/2019 04/04/2019 34 días 
994-19 08/04/2019 02/04/2019 03/04/2019 05/06/2019 13/06/2019 66 días 
997-19 01/04/2019 05/04/2019 05/04/2019 05/06/2019 13/06/2019 73 días 

1299-19 24/05/2019 22/05/2019 22/05/2019 02/07/2019 04/07/2019 41 días 

Nota: Detalle de los días naturales transcurridos en los casos por cobro de preaviso, desde la fecha de renuncia del 
funcionario hasta la fecha de conocimiento del Subproceso de Cobros Administrativos.  

Fuente: Elaboración propia 

 
Tal como se ilustra en la tabla anterior, el Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones es el que ocupa mayor tiempo en trasladar la documentación para realizar las 
gestiones correspondientes; por lo que, al recibir el Subproceso de Cobros Administrativos la 
documentación para gestionar el cobro del preaviso, en la mayoría de los casos, ya el plazo 
caducó y en los que no, el plazo es mínimo para realizar las gestiones cobratorias. 

 
Ante tal situación, se consultó a la Lcda. Patricia Hernández Arce, Jefe del Departamento de 
Remuneraciones y Compensaciones, quien manifestó que, por lo general el Departamento de 
Control y Documentación de la Dirección de Recursos Humanos envía la documentación de 
cese de los funcionarios oportunamente a la Sección de Aplicaciones, quienes realizan el cese 
en el sistema y de acuerdo con las fechas de corte quincenales realizan las aplicaciones de la 
planilla, luego le remiten un informe a la Sección de Remuneraciones con los datos de la 
persona y el concepto de lo que se debe cobrar. 

 
Posteriormente, la Sección de Remuneraciones realiza los cálculos del monto a cobrar a los 
exfuncionarios y mediante oficio remite los rubros a cobrar a ese momento al Subproceso de 
Cobros Administrativos. Por tanto, entre el momento en que el Departamento de Control y 
Documentación gestiona el cobro de preaviso hasta que se remite al Subproceso de Cobros 
Administrativos puede transcurrir un mes o mes y medio, ya que a estos casos no se les da 
prioridad, sino que se gestionan con los cierres quincenales, esto depende en el momento que 
se reciba la documentación. 

 
Asimismo, indicó la Lcda. Hernández Arce que, es consciente de los 30 días de plazo de 
caducidad para el cobro de preaviso, pero por la tramitología de los ceses, bajas y volumen de 
transacciones, este tiempo es poco para realizar las gestiones en las distintas secciones del 
Departamento; aunado a que, la planilla del Ministerio es de 16 mil funcionarios y 
principalmente la parte policial implica aplicar varios rubros por rebajos. 

 
Por otra parte, la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de Cobros 
Administrativos, manifestó que, el preaviso no puede considerarse una deuda como tal, al no 
representar una erogación de fondos públicos, sino un eventual rubro a favor de la 
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Administración Pública, por el perjuicio que podría ocasionar un funcionario al extinguir el 
contrato y la Administración no contar con el personal sustituto de manera expedita para 
desempeñar el puesto de trabajo, perjuicio que, en todo caso, debe acreditarse para interponer 
el cobro y en ese sentido en alguna oportunidad se trató de consultar a las delegaciones 
policiales si el puesto había sido cubierto con otro funcionario pero mientras contestaban, el 
tiempo transcurría y el plazo de caducidad se hacía efectivo y, por ende, el cobro 
improcedente. 
 
Bajo la misma tesitura, el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, manifestó que, el 
gran problema para gestionar el cobro del preaviso es el plazo del que dispone la 
Administración, el cual, al ser de 30 días, es sumamente corto o fugaz para realizar las 
gestiones por parte de las diferentes instancias hasta lograr notificar al exfuncionario del cobro, 
en este caso la caducidad del plazo es perentorio y no tiene interrupción.  
 
Continuó manifestando el Lic. Villalobos Steller que, la Procuraduría General de la República se 
ha pronunciado sobre este tema señalando que, dado la limitante en el plazo, la Administración 
Pública sólo debería de cobrar el preaviso cuando exista un daño o afectación evidente a la 
Administración, al no disponer del recurso humano supletorio para el puesto vacante, por lo que 
es menester contar con el criterio de la jefatura correspondiente, sobre si el preaviso no 
brindado por parte del funcionario afectó a la instancia en la que laboraba.  
 
Así las cosas, considera esta Auditoría General que, la Administración no está gestionando el 
cobro del rubro del preaviso, dado que no está formulando su reclamo antes de los treinta días 
contados a partir del día en que el trabajador puso término al contrato, conforme lo establecen 
los artículos 32 del Código de Trabajo y 417 de la Reforma Procesal Laboral del Código en 
mención. 

 
La situación en comentario, no es congruente con lo dispuesto por la Procuraduría General de 
la República, en el Dictamen C-084-2009 del 20 de marzo de 2009, sobre las condiciones con 
respecto al cobro del preaviso, que se transcriben a continuación: 
 

“1) Siendo que el cobro del  preaviso  permite a la entidad patronal resarcirse 
los perjuicios causados  por la ruptura repentina que del contrato de trabajo 
hace el funcionario, cuando es evidente que ese perjuicio no se ha producido 
porque el proceso de reclutamiento  y selección  de la Institución permite 
contar, de manera expedita,  con la persona idónea para desempeñar el puesto 
de trabajo,  es jurídicamente posible eximir de su  pago al funcionario, mediante 
una resolución razonada y debidamente fundamentada que así lo justifique. 
 
2) Con base en las reglas unívocas de la ciencia y de la técnica, en los 
principios elementales de  justicia, lógica y conveniencia,  a los que alude el 
numeral 16 de la Ley General de la Administración Pública, y con fundamento 
en los  principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, es 
posible que Administración no proceda al cobro del preaviso, cuando se 
compruebe,  previo estudio técnico que así lo demuestre, que el costo real de 
ese cobro resulta más oneroso para el Erario Público  que el monto por 
recuperar.  
 
3) O bien, cuando habiéndose realizado todas las gestiones o procedimientos 
pertinentes para recuperar el monto adeudado, exista una verdadera 
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imposibilidad material de recuperación de éstos, en virtud de que los deudores 
no poseen ingresos ni bienes para responder por lo adeudado. 
 
En todo caso, es de resorte exclusivo de la Administración Activa determinar y 
establecer los mecanismos y procedimientos internos que correspondan 
aplicar en los supuestos en que proceda o no cobrar el preaviso (dictamen C-
099-2005 de 4 de marzo de 2005). En todo caso, debe tomarse en cuenta que 
el cobro del preaviso está sujeto a un plazo fugaz especial y perentorio de 30 
días contados a partir de aquél en que el trabajador puso término al contrato, 
según el ordinal 32 del Código de Trabajo.” 

 
Por otra parte, es preciso indicar que se incumple con los artículos 225 y 269 de la Ley General 
de la Administración Pública los cuales señalan que, la actuación administrativa se realizará 
con arreglo a normas de economía y simplicidad, con la intención de lograr un máximo de 
celeridad y eficiencia dentro del respeto al ordenamiento y a los derechos e intereses del 
administrado; y las autoridades superiores deben velar por el cabal cumplimiento de este 
precepto. 

 
Para esta Auditoría General es un hecho notorio que, la Administración no ha determinado ni 
establecido mecanismos y procedimientos internos que correspondan aplicar, en los supuestos 
en que proceda o no cobrar el preaviso dentro de los 30 días dispuestos por la normativa, por 
lo que todos los casos gestionados ante el Subproceso de Cobros Administrativos por concepto 
de preaviso se archivan de manera definitiva, al llegar la gestión ya caduca o con muy poco 
tiempo para realizar las gestiones del Subproceso. 
 

 
2.16. Sobre el parámetro de publicación de edictos en el Diario Oficial La Gaceta.  

 
Del análisis realizado, se evidenció que cuando al Subproceso de Cobros Administrativos se le 
imposibilita notificar a los deudores las resoluciones de cobro mediante los distintos cuerpos 
policiales o por correo certificado con Correos de Costa Rica, utiliza como parámetro un rubro 
mínimo de cobro de ¢150,000.00 (ciento cincuenta mil colones exactos) para definir los casos 
en los que se puede continuar el proceso de cobro mediante la publicación de edictos en el 
Diario Oficial La Gaceta, parámetro que no corresponde a un lineamiento debidamente 
documentado y aprobado. 
 
Ante tal situación, se consultó con la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de 
Cobros Administrativos quien precisó que, para motivar las resoluciones de archivo, se solicitó 
al Departamento de Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos 
Humanos un estudio de costos por hora de los funcionarios involucrados en el Subproceso de 
Cobros Administrativos, con el objetivo de considerar el costo que implica la asignación de 
recurso humano a los casos cuyo monto no son conformes con los principios de racionalidad, 
eficiencia y economía procesal referidos, tanto en el artículo 16 de la Ley General de la 
Administración Pública como en el Dictamen C-084-2009 de la Procuraduría General de la 
República, sobre el uso racional del recurso público, mismo que fue atendido por el Lic. 
Francisco López Trejos, entonces Jefe del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones, mediante oficio MSP-DM-VMA-DGAF-DRH-DRC-6021-2019 del 10 de julio 
de 2019.  
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En línea con lo anterior, la Lcda. López González señaló que, para determinar si procede 
continuar un proceso de cobro mediante la publicación en el Diario Oficial La Gaceta, se 
establece el costo beneficio del proceso de recuperación, en el cual se considera el monto a 
recuperar y el costo monetario promedio de la publicación, el cual se calculó con base en la 
información proporcionada en el año 2018, por la otrora Coordinadora de Ejecución 
Presupuestaria del Programa 089 Gestión Administrativa de Cuerpos Policiales, Lcda. Carolina 
Castro del Castillo, a través del oficio MSP-DM-VMA-DGAF-0700-089-2018 de fecha 7 de julio 
de 2018. 

 
Al analizar los oficios en mención, esta Auditoria General determinó que, el oficio emitido por el 
Departamento de Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos, 
sobre el costo de la asignación de recurso humano, establece únicamente el costo del salario 
de tres horas de dos abogados, tres horas de dos oficinistas y dos horas de un notificador, en 
este último el costo brindado fue el de un conductor; sin consolidar el total de costos por hora, 
para definir un parámetro de horas totales incurridas y el análisis de las mismas para continuar 
o no con la gestión de los expedientes. 

 
Asimismo, se determinó que el oficio emitido por la Coordinadora de Ejecución Presupuestaria 
relacionado con el costo de las publicaciones en el Diario Oficial La Gaceta señala que, el 
precio aproximado de cada publicación depende del trámite a solicitar y la cantidad de 
caracteres que contenga, por lo que el Subproceso de Cobros Administrativos consideró el 
costo promedio de las resoluciones de los años 2016 y 2017, estableciendo como parámetro un 
monto de ¢150,000.00 (ciento cincuenta mil colones exactos). 

 
En virtud de lo anterior, se consultó a la Lcda. Magaly Méndez Robles, Analista de Contratación 
Administrativa del Programa 91 Actividades Centrales, quien manifestó que la tarifa que 
utilizaba la Imprenta Nacional para el cobro de las publicaciones hasta el año 2019 era por 
cantidad de caracteres, pero esta fue modificada tomando como referencia el espacio ocupado 
por la publicación en centímetros cuadrados, esto a partir del momento en que la Imprenta 
Nacional habilitó la página Web (Gaceta digital), según Acuerdo de Junta Administrativa 7459-
12 2019 de fecha 3 de diciembre de 2019, tomado en la Sesión Ordinaria N° 30, publicado en 
La Gaceta Nº 233 del 6 de diciembre de 2019. 

 
Además, agregó Lcda. Méndez Robles que, cuando las tarifas de publicación en la Imprenta 
Nacional eran por caracteres, los costos de las tres publicaciones ascendían entre ¢110,000.00 
(ciento diez mil colones exactos) y ¢184,000.00 (ciento ochenta y cuatro mil colones exactos), 
pero con el cambio en el tarifario a espacio por centímetro cuadrado, los costos disminuyeron, 
quedando entre ¢40,000.00 (cuarenta mil colones exactos) y ¢60,000.00 (sesenta mil colones 
exactos) por las tres publicaciones. 

 
En otro orden de ideas, esta Auditoría General determinó que la utilización del parámetro 
mínimo establecido de ¢150,000.00 (ciento cincuenta mil colones exactos) no es consistente, 
ya que el Subproceso de Cobros Administrativos trasladó el expediente 4080-16, cuyo monto a 
cobrar era de ¢141,151.25 (ciento cuarenta y un mil ciento cincuenta y un colones con 25/100), 
a la Coordinadora de Ejecución Presupuestaria para la publicación de los edictos en el Diario 
Oficial La Gaceta. 
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En relación con lo anterior, la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de Cobros 
Administrativos, manifestó que, en el caso del expediente indicado, si bien el monto a cobrar no 
estaba incluido en el parámetro de publicación, se presentaron omisiones en las diligencias por 
parte de la asistente legal en las gestiones de notificación y seguimiento de las resoluciones, 
por lo que transcurrió mucho tiempo sin la notificación de la resolución de auto de apertura; no 
obstante, si se pudo notificar una adición a dicha resolución y al tener pendiente la corrección 
de la adición, lo que impedía archivarlo, se decidió remitir las resoluciones para su publicación 
en el Diario Oficial La Gaceta. 

 
Por lo anterior expuesto, es claro que el parámetro utilizado actualmente por el Subproceso de 
Cobros Administrativos, omite otros factores que podrían afectar el monto mínimo utilizado para 
establecer un parámetro razonable, que considere los principios de racionalidad, economicidad 
y eficiencia, situación que podría omitir la gestión de casos que, eventualmente, si 
correspondan ser publicados en el Diario Oficial o se gestionen casos que resultan más 
onerosos para la Administración.   

 
Por otra parte, esta Auditoría General determinó que, de los 16 expedientes trasladados a la 
otrora Coordinadora de Ejecución Presupuestaria del Programa 089 Gestión Administrativa de 
Cuerpos Policiales, para la publicación de edictos de resoluciones de auto de apertura, ocho 
casos tenían entre cuatro y ocho meses de haberse solicitado su publicación y no habían sido 
publicados a la fecha de revisión de esta instancia fiscalizadora. 

 
Sobre el particular, se consultó con la Lcda. López González, quién manifestó que, las 
resoluciones para publicación mediante edictos se remitieron, vía correo electrónico, a dicha 
dependencia, la cual en ocasiones puede tardar entre dos o tres meses en realizar las 
publicaciones; sin embargo, en algunos casos han superado los seis meses y mientras no se 
publique, se imposibilita, jurídicamente, continuar el proceso cobratorio. 

 
Dada la situación en comentario, se conversó con la Lcda. Carolina Castro del Castillo, 
Directora General Administrativa Financiera, quién comentó que el retraso en las gestiones en 
la publicación de las resoluciones del año 2019 en el Diario Oficial La Gaceta, ocurrió por 
insuficiencia de contenido presupuestario en la partida 1.03.01 -Información- principalmente por 
dar prioridad a publicaciones de leyes, decretos, acuerdos y reforma a reglamentos, por lo que 
no alcanzó para realizar algunas publicaciones del Subproceso de Cobros Administrativos. 

 
Aunado a lo anterior, la Lcda. Magaly Méndez Robles, Analista de Contratación Administrativa 
del Programa 91 Actividades Centrales, reafirmó lo indicado por la Directora General 
Administrativa Financiera e indicó que en el mes de marzo del 2020 se pudo disponer de los 
recursos en la subpartida y se gestionaron todas las publicaciones pendientes del Subproceso 
de Cobros Administrativos. 

 
De acuerdo con lo anterior, es criterio de esta Auditoría General que si bien el Subproceso de 
Cobros Administrativos estableció un parámetro mínimo para remitir las resoluciones de los 
expedientes para publicación de edictos en el Diario Oficial La Gaceta, se incumple con lo 
señalado en la Norma de Control Interno para el Sector Público 4.1 antes indicada en este 
informe, la cual establece que, el jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, 
deben diseñar, adoptar, evaluar y perfeccionar, como parte del SCI, las actividades de control 
pertinentes, las que comprenden las políticas, los procedimientos y los mecanismos que 
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contribuyen a asegurar razonablemente la operación y el fortalecimiento del sistema de control 
interno. 
 
Adicionalmente, se incumple lo señalado en la norma 4.6 supra citada, la cual estipula que, el 
jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer las actividades 
de control que permitan obtener una seguridad razonable de que la actuación de la institución 
es conforme con las disposiciones jurídicas y técnicas vigentes y deben actuar como 
motivadoras del cumplimiento, para prevenir la ocurrencia de eventuales desviaciones. 

 
De lo comentado anteriormente, preocupa a esta Auditoría General que el parámetro utilizado 
por el Subproceso de Cobros Administrativos para establecer un rubro mínimo de referencia y 
continuar con las gestiones de cobro, mediante la publicación de edictos en el Diario Oficial La 
Gaceta, no está sustentado como un lineamiento debidamente formalizado, donde se 
considere, de manera integral, los posibles costos a incurrir si se continua con el proceso de 
cobro, el cual pueda ser utilizado para determinar si los resultados de la gestión de 
recuperación resultan más onerosos para la Administración, en contraposición a los principios 
de eficacia, economía y eficiencia. 
 
 
2.17. Sobre los plazos para tramitar los expedientes de cobro 
 
Del análisis realizado a los 331 expedientes de la muestra, esta instancia fiscalizadora 
determinó que, no existen plazos establecidos ni índices de gestión para la ejecución de los 
expedientes de cobro en el Subproceso de Cobros Administrativos; obteniéndose que, si bien 
255 expedientes se encontraban en estado finalizado, 247 de estos (97%) se concluyeron en 
un plazo menor a los 18 meses.  
 
Por otra parte, se evidenció que los restantes 76 expedientes (23%) se encontraban en proceso 
de gestión de cobro, de los cuales 4 expedientes tenían en proceso entre 18 y 24 meses, un 
expediente tenía 30 meses y dos expedientes tenían más de 36 meses en ese estado, para un 
total de 3 expedientes con más de 24 meses, como se detalla en la siguiente tabla: 

 
Tabla 8 
Plazos de gestión de expedientes en proceso de ejecución de cobro administrativo 

Tipo de Caso 
0 a 6 

meses 
De 6 a 12 

meses 
De 12 a 

18 meses 
De 18 a 

24 meses 

Más de 
24 

meses 
Total % 

Extravío de armas, 
municiones y radios de 

comunicación 
  1 1  2 3% 

Colisiones e infracciones de 
tránsito 

 6 3 1  10 13% 

Sumas acreditadas de más 14 23 8 1 3 49 64% 

Responsabilidad civil 1     1 1% 

Licencias de estudio 1 6 1   8 11% 

Otros 1 4  1  6 8% 

Total 17 39 13 4 3 76  

 22,4% 51,3% 17,1% 5,3% 3,9%  100% 
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Nota: Expedientes en proceso de cobro administrativo de la muestra de 331 revisados por la Auditoría.  
Fuente: Elaboración propia. 

 
Sobre el particular, se consultó con la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de 
Cobros Administrativos, quien precisó que, tanto la Ley General de Administración Pública 
como la Ley de Notificaciones establecen los plazos para la ejecución de los diferentes 
trámites, así como los plazos que se otorgan a los encausados para conocimiento y su debida 
defensa, el cual corresponde a 15 días hábiles posteriores a la notificación de las resoluciones, 
por tanto, entre las resoluciones existen plazos que cumplir establecidos por Ley, pero no así 
para la realización de todo el proceso de gestión de cobro. 

 
Asimismo, indicó que el proceso de gestión de cobro se ve afectado por factores externos al 
Subproceso, tales como solicitudes de información a otras instancias o atrasos en la remisión 
de las actas de notificación de las resoluciones a los deudores por parte de la Fuerza Pública. 
 
Para un mayor abundamiento de lo expuesto, esta Auditoria General determinó como causales 
de los atrasos en el proceso cobratorio: el extravío de las acta de notificación de las 
resoluciones por parte de las dependencias policiales, direcciones incorrectas o 
desactualizadas, omisión de las gestiones de notificación o inoportunidad al realizar las 
mismas, omisión de respuesta por parte de las instancias a las que se les solicita información o 
respuestas en periodos de tiempo exhaustivos; aunado al seguimiento inoportuno por parte del 
Subproceso de Cobros Administrativos de las solicitudes de información requeridas a otras 
instancias. 
 
En virtud de lo anterior, se consultó con el Lic. Andrés Solano Chaves, Coordinador de 
Reorganización Institucional de la Oficina de Planificación Institucional (OPI), quien señaló que 
la Asesoría Jurídica no presentó, al menos, un indicador de gestión para el Subproceso de 
Cobros Administrativos en el Plan Anual Operativo de los años 2019 y 2020, los cuales, a nivel 
de gestión, son necesarios con el propósito de dar seguimiento a la actividad del subproceso. 
 
En razón de lo expuesto, esta Auditoría General conversó con el Lic. Adolfo Meneses Soto, 
Subjefe de la Asesoría Jurídica, quien comentó que, pese a que la OPI sugirió que se 
incorporaran índices de gestión, se determinó, en su momento, en conjunto con el Lic. José 
Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, esperar los resultados de los estudios que efectuaría 
esta instancia fiscalizadora en dicha dependencia; sin embargo, conviene decir que, resulta de 
obligada responsabilidad de la Asesoría Jurídica establecer indicadores de gestión para el 
Subproceso de Cobros Administrativos, sin necesidad previa de una evaluación por parte de 
esta Auditoría General, la cual es una instancia independiente, asesora y fiscalizadora a 
posteriori.  

 
Por lo antes comentado, es preciso señalar la responsabilidad que le corresponde a la 
Administración, en cumplimiento de la Ley General de Administración Pública en sus artículos 
225 y 269 supra citados; de igual manera, la Sala Constitucional en las resoluciones Nº 2004-
05067 del 14 de mayo de 2004 y Nº 2005-5600 del 10 de mayo de 2005, ha manifestado lo 
siguiente: 

 
“Resolución Nº 2004-5067 
Estos principios rectores de los procedimientos administrativos, le imponen a 
los entes públicos la obligación imperativa de substanciarlos dentro de un plazo 



 
 

 

 

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2586-4175 / 2586-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 
Página 40 de 55 

razonable y sin dilaciones indebidas, es decir, sin retardos graves e 
injustificados para evitar la frustración, la eventual extinción o la lesión grave de 
las situaciones jurídicas sustanciales invocadas por los administrados por el 
transcurso de un tiempo excesivo e irrazonable.” 
 
 
“Resolución Nº 2005-5600 
Por su parte, la celeridad obliga a las administraciones públicas cumplir con sus 
objetivos y fines de satisfacción de los intereses públicos, a través de los 
diversos mecanismos, de la forma más expedita, rápida y acertada posible para 
evitar retardos indebidos.” 

 
Asimismo, resulta de vital importancia para este órgano fiscalizador recalcar que la situación 
expuesta es contraria a la norma 4.5. de las Normas de Control Interno para el Sector Público, 
la cual establece que el jerarca y los titulares subordinados, deben establecer actividades de 
control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional, tomando en 
cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los 
riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas. 

 
Por tanto, es criterio de esta instancia fiscalizadora que la ausencia de plazos para ejecutar y 
concluir los diferentes tipos de cobros que ingresan al Subproceso de Cobros Administrativos, 
ocasiona atrasos en las gestiones de algunos expedientes, evidenciado en los trámites que 
presentan más de dos años sin resolverse, en detrimento de la posible recuperación de los 
fondos públicos.  
 
 
2.18. Sobre las inconsistencias en el trámite de expedientes. 
 
Producto de la revisión de los 331 expedientes realizada por esta Auditoría General, se 
determinaron errores, omisiones e inconsistencias en la gestión del proceso cobratorio de siete 
expedientes, propiamente en aspectos de solicitud y utilización de información que no 
corresponde al caso en cuestión, documentos no incluidos en el expediente, notificaciones no 
enviadas o reenviadas, la gestión de un cobro omitido, las cuales se detallan a continuación: 
 

 Expediente 523-19: La gestión de cobro se realizó por una boleta de infracción de 
tránsito que no correspondía al encausado, la cual era además por un monto menor al 
que se debía gestionar (se realizó el cobro por ¢21,993.00 (veintiún mil novecientos 
noventa y tres colones exactos) siendo lo correcto, según la boleta de infracción que 
correspondía al encausado, la suma de ¢52,227.00 (cincuenta y dos mil doscientos 
veintisiete colones exactos). 

 

 Expediente 901-19: No se utilizó la dirección del domicilio indicada en el documento de 
renuncia del exfuncionario para recibir notificaciones, sino que se utilizó la facilitada 
por la Sección de Dactiloscopia del Departamento de Inteligencia Policial de la 
Dirección de Operaciones, misma que era diferente, por lo que, no se había 
concretado la entrega del acta de notificación de la resolución del auto de apertura. 
 

 Expediente 1281-19: No consta en el expediente que la resolución de auto de apertura 
2510-2019 AJCA del 22 de agosto de 2019 haya sido diligenciada por la delegación 



 
 

 

 

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2586-4175 / 2586-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 
Página 41 de 55 

policial a la que fue remitida; no obstante, la resolución de adición del auto de apertura 
3152-2019 AJCA del 6 de noviembre de 2019, aparece debidamente notificada el 26 
de noviembre de 2019 por la misma delegación policial. 
 

 Expediente 4020-18: Este expediente incluye oficio del Subproceso de Cobros 
Administrativos MSP-DM-AJ-SPCA-11293-2019 del 4 de diciembre de 2019, mediante 
el cual se solicitó al Departamento de Control y Documentación copia del oficio 120-
03-17-RH-D6 mismo que no correspondía al caso en gestión, siendo que se debió 
solicitar copia del oficio 070-DPSD-2017, inconsistencia que fue detectada hasta la 
revisión por parte de esta Auditoria General. 
 

 Expediente 4080-2016: No consta en el expediente diligencia de la notificación de la 
resolución de auto de apertura 1126-2016AJCA de fecha 16 de setiembre de 2016, la 
cual en primera instancia fue extraviada por la delegación policial a la que fue remitida, 
extravío que se informó al Subproceso de Cobros Administrativos hasta el 29 de junio 
de 2017, cuando solicitó nuevamente la remisión de la resolución. 

 
Sin embargo, dicha resolución no fue enviada oportunamente por el Subproceso de 
Cobros Administrativos, por omisión de la asistente legal a cargo del trámite, lo que se 
realizó hasta el 6 de febrero de 2018, con el oficio 2018-947 AJ, a pesar de que ya se 
había gestionado previamente la resolución de adición (2364-2017 del 20 de 
noviembre de 2017), diligenciada de manera positiva al encausado. 

 
Posteriormente, en enero de 2019 se hace una nueva resolución de corrección de la 
adición del auto de apertura, 135-2019 AJCA del 11 de enero de 2019, la cual se 
procede a notificar por la instancia policial y correo certificado, sin diligenciar de 
manera positiva, por no ubicarse al encausado en el domicilio indicado. 

 
Hasta agosto del año 2019, la jefatura del Subproceso de Cobros Administrativos 
determinó que, a esa fecha, aún no se había notificado la resolución del auto de 
apertura 1126-2016 AJCA ni la corrección de la adición de la resolución de auto de 
apertura, por lo que traslada el 27 de agosto de 2019 a la otrora Coordinadora de 
Ejecución Presupuestario del Programa 089 de la Dirección General Administrativa 
Financiera, las tres resoluciones para su publicación en el Diario Oficial La Gaceta, 
mismas que se encontraban pendientes al momento de revisión de esta Auditoría 
General. 
 

 Expediente 578-17: No se gestionó oportunamente la solicitud del cobro de 
incapacidades señaladas por el Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones, mediante oficio 1915-04-2017 DRH-DRC-SR del 7 de abril de 2017, 
oficio por el cual se abrió un nuevo expediente (2923-2018) hasta quince meses 
después de recibido en el Subproceso de Cobros Administrativos. 
 

 Expediente 814-19: Este expediente incluía dos trámites de causas disciplinarias 
diferentes, una correspondiente al expediente 119-IP-2018-DDL-AFFSP, por la 
utilización irregular de la tarjeta asignada por el Ministerio para abastecer de 
combustible a los vehículos oficiales y otra por el expediente 181-IP-2018-DDL-
AFFSP, por negligencia en la custodia de la tarjeta asignada para pago de combustible 
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y facturas de combustible del mes de marzo 2018. No obstante, sólo se gestionó el 
expediente 181-IP-2018-DDL-AFFSP por el extravío de la tarjeta asignada, 
emitiéndose la resolución de archivo definitivo 3155-2019AJCA del 6 de noviembre de 
2019, en la cual se indicó que correspondía al expediente disciplinario 119-2018-DDL-
AFFSP, siendo lo correcto que correspondía al expediente disciplinario mencionado 
anteriormente. Por tanto, se omitió gestionar el expediente disciplinario 119-IP-2018-
DDL-AFFSP, situación que se detectó hasta la revisión por parte de la Auditoria 
General. 

 
Las situaciones descritas reflejan debilidades en las actividades de control que realiza el 
Subproceso de Cobros Administrativos, al no revisar en detalle los expedientes, de manera tal 
que permitan determinar posibles omisiones o inconsistencias que se desarrollan durante el 
proceso cobratorio y evitar la materialización de riesgos inherentes al proceso o la ocurrencia 
de estos de manera oportuna para subsanar los mismos.  

 
Es manifiesto para esta Auditoría General que estas inconsistencias incumplen con la Norma 
de Control Interno para el Sector Público 4.5 y las subnormas 4.5.1, y 5.6.1, que indican: 
 

“4.5 Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones.  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de 
la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el 
bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes 
a los cuales puedan verse expuestas. 
 
4.5.1. Supervisión constante 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben ejercer 
una supervisión constante sobre el desarrollo de la gestión institucional y la 
observancia de las regulaciones atinentes al SCI, así como emprender las 
acciones necesarias para la consecución de los objetivos. 
 
5.6.1 Confiabilidad 
La información debe poseer las cualidades necesarias que la acrediten como 
confiable, de modo que se encuentre libre de errores, defectos, omisiones y 
modificaciones no autorizadas, y sea emitida por la instancia competente.” 

 
En este sentido, es importante señalar la obligación de la Administración de ejercer las 
funciones de supervisión continua que brinden una seguridad razonable, con el propósito de 
que las labores se realicen de manera eficiente y con el mínimo de inconsistencias, para que 
no se afecte la confiabilidad de la información y se obtenga una recuperación oportuna, íntegra 
y eficiente de los recursos públicos. 
 

 
2.19. Gestión de procesos de lesividad y de nulidad absoluta, evidente y manifiesta 

 
En el estudio realizado se evidenció que, de la muestra de 331 expedientes revisados por esta 
Auditoría General, dos expedientes por casos de nulidad absoluta, evidente y manifiesta 
presentaban, a la fecha de esta auditoría, más de 19 meses en proceso de investigación y 
recopilación de información, según se detalla en la siguiente tabla: 
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Tabla 9 
Expedientes de nulidad absoluta, evidente y manifiesta 

Expediente Causa 

Fecha de 
asignación 

del 
expediente 

Fecha de 
primera 
gestión 

Fecha de la 
última 

gestión 

Fecha de 
revisión de la 

Auditoria 
General 

Días en 
proceso  

1459-18 Incentivo de 
Riesgo policial 

18/04/2018 25/04/2018 25/06/2018 21/11/2019 582 días 

1887-18 Asignación de 
puesto sin 

cumplimiento de 
requisitos 

24/05/2018 13/06/2018 10/12/2018 18/12/2019 573 días 

Nota: Expedientes por casos de nulidad absoluta, evidente y manifiesta en proceso de recopilación de información 
Fuente: Elaboración propia. 

 
Llama la atención a esta instancia fiscalizadora, que el Subproceso de Cobros Administrativos 
no ha dado continuidad a ambos casos desde el año 2018, por lo que se consultó al respecto 
con la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de Cobros Administrativos, quien 
señaló que, este tipo de casos son sumamente delicados y complejos, por lo que se requiere 
dedicar gran tiempo en la etapa preliminar de investigación y recopilación de información, ya 
que debe abrirse un proceso ordinario, dar el debido proceso y emitir un informe a la 
Procuraduría General de la República, para que esta determine si corresponde la nulidad o 
lesividad del acto, si esta instancia declara que procede y se generaron pagos que no 
correspondían, se inicia con el proceso de gestión de cobro, caso contrario, esta puede indicar 
que no procede el caso o solicitar mayor evidencia para el análisis del mismo. 

 
En lo que respecta al expediente 1459-18 precisó que, este corresponde a un proceso de 
nulidad absoluta, evidente y manifiesta por el reconocimiento del pago del incentivo de Riesgo 
Policial a un puesto administrativo, tramitado previamente con el expediente 1126-2016, el cual 
fue archivado de forma definitiva al remitirse a la Procuraduría General de la República, 
instancia que el 13 de noviembre de 2017 lo devolvió por falta de información; por lo que, para 
continuar la gestión, se creó en el mes de mayo de 2018 el expediente en cuestión, al cual se 
le realizaron gestiones de investigación preliminar y recopilación de información hasta el mes 
de julio de 2018. 

 
Por otra parte, en relación con el expediente 1887-18, la Lcda. López González indicó que, este 
corresponde a un proceso de nulidad absoluta, evidente y manifiesta por el nombramiento de 
un funcionario que no cumplía los requisitos del puesto, el cual fue creado el 24 de mayo del 
2018 y consta de cuatro ampos de documentos, con información recopilada de varias 
dependencias del Ministerio, misma que no se encontraba foliada ni contenía el sello del 
Subproceso de Cobros Administrativos. 

 
Bajo la misma tesitura, la Lcda. Beatriz López González comentó que, el acceso al expediente 
1887-18 es restringido por encontrarse en etapa de investigación y recopilación de información, 
por lo que hasta finalizar esta etapa y realizar el análisis de la información, se reorganizará la 
misma de manera cronológica y se procederá con la foliatura correspondiente por parte de las 
asesoras legales encargadas.  

 
Sobre el particular, se consultó con la Lcda. Xaviera Portuguéz Sánchez, Asesora Legal de la 
Asesoría Jurídica, quien manifestó que, a la fecha de revisión de esta Auditoría General, se 
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estaba realizando la resolución para el nombramiento del Órgano Director, la cual debe estar 
bien fundamentada, establecer la intimación e indicar el hecho puntual que se está impugnando 
y, en este caso en particular, corresponde a un Acuerdo del Poder Ejecutivo, que debe ser 
firmado por la Presidencia y el Jerarca de esta Cartera. 

 
Por otra parte, preocupa a esta Auditoría General, la situación del expediente 1125-16, el cual 
se determinó en el inventario de expedientes realizado, que fue devuelto por la Procuraduría 
General de la República, por carecer de criterios técnicos y requerir mayor evidencia desde el 
13 de noviembre del 2017, el cual se encuentra en estado inactivo en el sistema utilizado por el 
Subproceso de Cobros Legales y sin gestión alguna de investigación y recopilación de 
información. 

 
Ante tal situación, se consultó con la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de 
Cobros Administrativos, quien comentó que, al caso en mención se le realizaron las gestiones 
correspondientes y se inactivó el expediente en el sistema cuando se remitió a la Procuraduría 
General de la República para lo que correspondía, al considerarse que la gestión del 
Subproceso finalizaba con esta remisión; sin embargo, al ser el expediente devuelto por citada 
Institución, no se ha creado un nuevo caso, ya que se está dando gestión primero al 
expediente 1459-18 y según lo que resuelva la Procuraduría General de la República, se dará 
continuidad a este caso. 

 
En otro orden de ideas, la Lcda. López González señaló que, los casos de nulidad absoluta, 
evidente y manifiesta o procesos de lesividad no corresponden a un proceso cobratorio en sí, 
sino a acciones previas que podrían culminar o no en un cobro, situación que define la 
Procuraduría General de la República con base en la documentación que se le remite. 

 
Finalmente, manifestó que, el Subproceso de Cobros Administrativos atiende gran cantidad de 
procesos de cobros y no cuenta con suficiente personal para cumplir con la etapa previa de 
investigación, recopilación de información y análisis que requieren este tipo de casos, función 
que además no es sustantiva del subproceso y retrasa las otras gestiones que, por su 
naturaleza, corresponden efectuar diariamente. 
 
En virtud de lo anterior, se consultó con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, 
quien externó que, en el momento que se asignó la función de tramitar los procesos de 
lesividad y nulidad absoluta, evidente y manifiesta al Subproceso de Cobros Administrativos, tal 
como quedó dispuesto en la modificación al Reglamento de Organización del Ministerio de 
Seguridad Pública, este contaba con un recurso humano constituido por cuatro abogados, 
recurso suficiente para ejecutar esta función; sin embargo, al reducirse el personal, por 
diferentes circunstancias, reconoce que se ha perjudicado el avance y gestión de estos 
procesos. 
  
Como se desprende de los comentarios supra, en los casos de nulidad absoluta, evidente y 
manifiesta tramitados en el Subproceso de Cobros Administrativos, es evidente que la tardanza 
excesiva y no justificada de los procesos administrativos reflejan el incumplimiento de los 
artículos 225 y 269 de la Ley General de la Administración Pública, que establecen que el 
procedimiento se deberá conducir con la intención de lograr un máximo de celeridad y 
eficiencia bajo normas de economía y simplicidad. Así como, lo manifestado por la Sala 
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Constitucional en las resoluciones Nº 2004-05067 del 14 de mayo de 2004 y Nº 2005-5600 del 
10 de mayo de 2005, citados a lo largo de este informe. 
 
En consecuencia, el Subproceso de Cobros Administrativos no atiende con la debida celeridad 
y eficiencia los casos de nulidad absoluta evidente y manifiesta asignados, por considerar que 
estos no son función sustantiva del proceso en su etapa preliminar, aunado al tiempo 
exhaustivo que se tiene que invertir de la única asistente legal del Subproceso, afectando, por 
ende, la posible recuperación de los recursos adeudados al Estado y, principalmente, por la 
posible pérdida de la potestad de revisión oficiosa consagrada en el artículo 173 de la Ley de 
Administración Pública, la cual indica que esta caducará en un año, a partir de la adopción del 
acto, salvo que sus efectos perduren. 

 
 

III. CONCLUSIONES 
 

3.1. El Subproceso de Cobros Administrativos se encuentra conformado por la jefatura, una 
asistente legal y dos oficinistas de apoyo, por lo que en ocasiones la jefatura, además de 
cumplir con sus funciones, debe asumir tareas de una asistente legal ante la falta de 
personal.  
 

3.2. Se determinó que las funciones del personal que conforman el Subproceso de Cobros 
Administrativos, no se encuentran asignadas formalmente a cada funcionario. 

 
3.3. El Subproceso de Cobros Administrativos utiliza para el proceso de inducción de los 

funcionarios el Manual de Procedimientos elaborado por el Instituto Tecnológico de Costa 
Rica (ITCR) en el año 2012, a pesar de que no es la última versión. 

 
3.4. El Manual de Procedimientos vigente para el Subproceso de Cobros Administrativos, 

“Procedimiento del Proceso del Subproceso Cobros Administrativos” PR-A-AJ-05, PT-A-
AJ-CA-01 Versión 2, aprobado el 2 de mayo del 2016 por la Oficina de Planificación 
Institucional, no ha sido actualizado a pesar de las modificaciones organizacionales del 
subproceso, las modificaciones en la normativa atinente y la totalidad de procesos 
contemplados en el Reglamento Organizacional del Ministerio de Seguridad Pública. 

 
3.5. Las instalaciones físicas que ocupa el Subproceso de Cobros Administrativos no cuentan 

con las medidas de seguridad necesarias para salvaguardar la información que tramita y 
genera el Subproceso, dado que son compartidas con la Oficina de Notificaciones y 
carecen de acceso restringido para la atención del público en general. 

 
3.6. Se determinó que el Asesor Jurídico no solicita informes por escrito sobre la gestión de 

cobro a la jefatura del Subproceso de Cobros Administrativos.  
 
3.7. Se determinó que la Asesoría Jurídica no ha girado lineamientos sobre los principios de 

independencia y confidencialidad que deben guardar los funcionarios del Subproceso de 
Cobros Administrativos, en relación con los casos que se tramitan y las funciones que 
realizan. 
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3.8. El Subproceso de Cobros Administrativos presenta debilidades de control en la inclusión 
y actualización de la información en el Sistema de Cobro Legal (SISCOBLEG), que 
afectan la integridad de la base de datos. 

 
3.9. Se constató que el Subproceso de Cobros Administrativos no cuenta con un consecutivo 

numérico propio para la asignación de los expedientes que tramita, como medida de 
control para el seguimiento y verificación de la totalidad de los casos gestionados. 

 
3.10. El Subproceso de Cobros Administrativos presenta debilidades de control interno en la 

conformación de los expedientes y las características que deben cumplir los documentos 
incorporados en cada uno de ellos, propiciándose inseguridad sobre el contenido 
completo y veraz del expediente. 

 
3.11. Se determinó que el Subproceso de Cobros Administrativos no resguarda copia de los 

expedientes físicos remitidos al Departamento de Cobros Judiciales del Ministerio de 
Hacienda, únicamente se deja copia de las resoluciones emitidas, del certificado de 
adeudo y el oficio de remisión al departamento mencionado, lo cual queda archivado de 
manera digital y física por tipo de documento. 

 
3.12. La ausencia del establecimiento de plazos para la asignación de los casos a las 

asistentes legales en el Subproceso de Cobros Administrativos, es probable afecte la 
gestión eficiente del proceso de cobro y, por ende, retrasa la posible recuperación de los 
fondos públicos. 

 
3.13. Se determinó que las distintas instancias policiales y administrativas de la Institución, 

remiten las solicitudes de información que requiere el Subproceso de Cobros 
Administrativos de manera extemporánea, contraviniendo los principios de celeridad y 
eficiencia en la atención de los casos. 

 
3.14. Se determinaron debilidades de control por parte del Subproceso de Cobros 

Administrativos para realizar el seguimiento oportuno a las solicitudes de información 
remitidas a las distintas instancias del Ministerio, lo que incide en la continuidad de la 
gestión cobratoria y, por ende, en la recuperación oportuna de los recursos de la 
Hacienda Pública. 

 
3.15. La Sección de Registro y Aseguramiento de la Dirección de Transportes remitió 

información para cobro duplicada al Subproceso de Cobros Administrativos, lo que podría 
ocasionar duplicidad de la gestión de cobro.   

 
3.16. Se determinó que la realización de las primeras resoluciones de los expedientes del 

Subproceso de Cobros Administrativos, se ve afectada por debilidades de control para el 
seguimiento oportuno a las solicitudes de información requeridas por el Subproceso a las 
distintas instancias, lo que incide en la eficiencia y celeridad de la realización de estas. 

 
3.17. Los Cuerpos Policiales, especialmente las dependencias de la Fuerza Pública, gestionan 

las actas de notificación de resoluciones remitidas por el Subproceso de Cobros 
Administrativos de manera inoportuna, lo que retrasa la continuidad del proceso de cobro. 
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3.18. El Subproceso de Cobros Administrativos utiliza como fuente primaria para obtener el 
domicilio de los funcionarios o exfuncionarios, la información remitida por la Sección de 
Dactiloscopia del Departamento Inteligencia Policial de la Dirección de Operaciones de la 
Dirección General de la Fuerza Pública, la cual, en ocasiones, es inexacta o incorrecta y 
desactualizada. 

  
3.19. Se determinaron debilidades de control por parte del Subproceso de Cobros 

Administrativos para el seguimiento oportuno de las actas de notificación de las 
resoluciones que remite el Subproceso, mediante los diferentes cuerpos policiales o 
correo certificado, que afecta la gestión de cobro, retrasando el proceso y la posible 
recuperación de los fondos públicos. 

 
3.20. El Subproceso de Cobros Administrativos cuenta con un lineamiento para el archivo 

provisional de expedientes; sin embargo, éste no se encuentra debidamente 
documentado y aprobado, en el cual se considere las leyes, normas, principios, criterios y 
demás disposiciones para motivar el archivo provisional de los expedientes, así como el 
lineamiento para el posterior archivo definitivo. 
 

3.21. Se determinó que, en algunos casos, el Subproceso de Cobros Administrativos no logra 
determinar el rubro a cobrar a los funcionarios o exfuncionarios por los daños causados a 
los vehículos, cuando estos no son cubiertos por el deducible de la póliza de la flotilla 
institucional, por lo que estos expedientes se archivan de manera definitiva, situación que 
causa perjuicio al Erario Público. 
 

3.22. El Departamento Legal de Tránsito de la Dirección de Transportes no cuenta con una 
programación periódica para remitir los expedientes por cobros de colisiones, al 
Subproceso de Cobros Administrativos. 

 
3.23. La Administración Activa no ha determinado ni establecido los procedimientos y/o 

lineamientos internos que correspondan aplicar, en los supuestos en que proceda o no 
cobrar el preaviso dentro de los 30 días dispuestos por la normativa, por lo que todos los 
casos gestionados por este concepto, se archivan de manera definitiva en el Subproceso 
de Cobros Administrativos, sin valorar las condiciones señaladas en los Dictámenes C-
099-2005 del 4 de marzo de 2005 y el C-084-2009 del 20 de marzo de 2009 de la 
Procuraduría General de la República.  

 
3.24. El Subproceso de Cobros Administrativos utiliza un parámetro monetario para el archivo 

provisional de casos; sin embargo, este no se encuentra debidamente documentado y 
aprobado ni considera de manera integral los posibles costos a incurrir, de manera que 
se establezca un rubro mínimo de referencia para continuar con las gestiones de cobro, 
el cual pueda ser utilizado para determinar si los resultados de la gestión resultan más 
onerosos para la Administración que el resarcimiento de lo adeudado. 

 
3.25. El Subproceso de Cobros Administrativos no cuenta con indicadores de gestión y/o 

plazos establecidos para la ejecución de los diferentes tipos de cobros que tramitan, lo 
que eventualmente podría ocasionar atrasos en las gestiones de algunos expedientes e 
implicar mayor tiempo para la posible recuperación de los fondos públicos. 
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3.26. Las omisiones e inconsistencias de las actividades determinadas en varios expedientes 
del Subproceso de Cobros Administrativos, reflejan debilidades de control y seguimiento 
oportuno de los mismos, al no realizarse revisiones en detalle, lo que eventualmente 
podría ocasionar la materialización de riesgos e impedir la recuperación oportuna, íntegra 
y eficiente de los recursos públicos. 

 
3.27. El Subproceso de Cobros Administrativos no atiende con la debida celeridad y eficiencia, 

la etapa previa de investigación que requieren los procesos de lesividad y nulidad 
absoluta, evidente y manifiesta, al considerar que no es una función sustantiva del 
Subproceso, la cual es compleja e implica tiempo exhaustivo y retrasa las otras gestiones 
que por su naturaleza le corresponden efectuar a la única asistente legal con la que 
cuenta el Subproceso, afectando por ende la posible recuperación de los recursos 
adeudados al Estado. 

 
 

IV. Recomendaciones 
 
Para colaborar con la Administración en el fortalecimiento del control interno institucional, se 
recomienda a ese Despacho, ordenar el cumplimiento de las siguientes acciones: 
 
4.1. A su Despacho  

 
a) Gestionar la dotación de recurso humano al Subproceso de Cobros Administrativos, con 

el objetivo de que mencionada dependencia cumpla con las funciones encomendadas en 
el Reglamento de Organización del Ministerio de Seguridad Pública, a efecto de que se 
realicen con los postulados en la Ley General de Administración Pública de celeridad y 
eficiencia. 
 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 60 días hábiles, se informe 
sobre las acciones a realizar para su cumplimiento. 

 
 

4.2. Al Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico 
 

a) Coordinar con la Lcda. Yanil Solano Obregón, Jefe Oficina de Planificación Institucional, 
la definición de un cronograma de actividades y su debido cumplimiento para las 
siguientes acciones: 
 

a.1)  Actualizar o modificar según corresponda, el Manual de Procedimientos de la Asesoría 
Jurídica que contiene los procedimientos del Subproceso de Cobros Administrativos, de 
manera que considere todos los procedimientos y actividades realizadas por el 
Subproceso, según los lineamientos establecidos en el oficio MSP-DM-OPI-151-2020 del 
5 de agosto de 2020 de la Oficina de Planificación Institucional y la Circular MSP-DM-
OPI-202-2020 de fecha 20 de octubre de 2020, denominada “Guía Técnica para el 
Control Documental de los Procesos y Procedimientos”.  
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a.2)  Definir la propuesta de indicadores de gestión que se consideren pertinentes para el 
Subproceso de Cobros Administrativos, según la “Guía Metodológica para la 
Formulación, Reprogramación y Seguimiento de los Planes Anuales Operativos”.  
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 45 días hábiles, se 
informe a ese Despacho, las acciones a realizar para su cumplimiento. 
 

b) Gestionar ante el Ing. Randall Vega Blanco, Viceministro Administrativo, un estudio 
técnico para determinar la viabilidad de modificar el espacio físico destinado al 
Subproceso de Cobros Administrativos y a la Oficina de Notificaciones, o bien, reubicar 
alguno de los dos, de forma tal que se contemplen medidas de seguridad para 
salvaguardar la información que tramita y genera el Subproceso, así como disponer de un 
acceso restringido para la atención del público en general. 

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 20 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones a realizar para su cumplimiento. 
 

c) Solicitar informes, por escrito y de forma periódica, sobre la gestión de cobro a la jefatura 
del Subproceso de Cobros Administrativos, con el objetivo de analizar y evaluar las 
labores realizadas para la toma de decisiones.  

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 15 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

d) Establecer y comunicar lineamientos sobre la obligación de los funcionarios de esa 
Asesoría Jurídica de actuar con independencia y confidencialidad, en relación con la 
información de los casos que gestionan y las funciones que realizan, así como las 
implicaciones que conlleva el uso, divulgación y/o modificación no autorizada de la 
información recibida y/o generada. 

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
e) Gestionar ante la Ing. Jacqueline Sequeira Torres, Directora de Tecnologías de 

Información, la implementación de un consecutivo el cual se genere de manera 
automática, continua y por año, para la asignación de los expedientes en el sistema 
informático utilizado por el Subproceso de Cobros Administrativos. 
 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 45 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
f) Ordenar, a la Lcda. Beatriz López González, jefatura del Subproceso de Cobros 

Administrativos, un plazo para que asigne oportunamente los expedientes a las 
asistentes legales para su gestión, sin retardos graves e injustificados, en cumplimiento a 
los principios de celeridad y eficiencia promulgados por los artículos 225 y 269 de la Ley 
General de la Administración Pública. 

 
g) Coordinar con la Lcda. Lys Espinoza Quesada, Directora de Recursos Humanos, el 

acceso a la información digital actualizada de los funcionarios y exfuncionarios con que 
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cuenta el Departamento de Control y Documentación, requerida por el Subproceso de 
Cobros Administrativos, a efecto de contar con información veraz y oportuna, para la 
atención de labores propias del Subproceso. 

 
h) Establecer y comunicar a la Lcda. Beatriz López González, jefatura del Subproceso de 

Cobros Administrativos, un lineamiento formal para los distintos casos que se archivan de 
manera provisional, en el que se motive su archivo de conformidad con leyes, normas, 
principios, criterios y demás disposiciones, así como los lineamientos a seguir para el 
posterior archivo definitivo. 
 
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se 

informe a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento.  
 

i) Establecer y comunicar a la Lcda. Beatriz López González, jefatura del Subproceso de 
Cobros Administrativos, el parámetro monetario formal de referencia, con el objetivo de 
archivar de manera provisional, aquellos procesos cobratorios que resultan más onerosos 
para la Administración que el resarcimiento de lo adeudado, considerando, de manera 
integral y fundamentada, los posibles costos a incurrir si se continua con el proceso de 
cobro, así como la normativa y criterios basados en los principios de eficacia, economía y 
eficiencia. 

 
j) Establecer y comunicar a la Lcda. Beatriz López González, jefatura del Subproceso de 

Cobros Administrativos, mediante un lineamiento formal, donde se instituyan las 
condiciones en las que proceda, o no, gestionar el cobro del preaviso y se dé prioridad a 
las actividades requeridas, para accionar el cobro del mismo dentro del plazo de 
caducidad establecido en la normativa y considerando el Dictamen C-084-2009 del 20 de 
marzo de 2009 de la Procuraduría General de la República. 

 
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 50 días hábiles, se 
informe a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
k) Ordenar a la Lcda. Beatriz López González, jefatura del Subproceso de Cobro 

Administrativo, tramitar los casos asignados sobre procesos de lesividad y de nulidad 
absoluta, evidente y manifiesta, de manera que se impulsen los procedimientos 
administrativos pendientes, sin retardos graves e injustificados y dentro de un plazo 
perentorio, con la intención de lograr un máximo de celeridad y eficiencia en estos casos. 

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 15 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l) Girar instrucciones a la Lcda. Beatriz López González, Jefe del Subproceso de Cobros 

Administrativos el cumplimiento de las siguientes recomendaciones: 
 
l.1)    Asignar formalmente las funciones al personal del Subproceso de Cobros Administrativos, 

de conformidad con los artículos 7 inciso b) y 9 inciso a) del Reglamento Autónomo de 
Servicio del Ministerio de Seguridad Pública. 
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Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 20 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

l.2) Coordinar con la Ing. Jacqueline Sequeira Torres, Directora de Tecnologías de 
Información, la modificación en el Sistema de Cobros Legales (SISCOBLEG), de manera 
que se puedan imprimir los reportes directamente del sistema, según los requerimientos 
del Subproceso. 

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones a realizar para su cumplimiento. 

 
l.3) Implementar una herramienta de control que permita revisar y validar la integridad de los 

datos incluidos en el Sistema de Cobros Legales (SISCOBLEG) de manera periódica y 
oportuna, con el objetivo de identificar inconsistencias y tomar acciones correctivas o 
preventivas, según sea el caso. 

 
l.4)  Implementar una herramienta de control que permita revisar y validar, de manera 

periódica y oportuna, la conformación de los expedientes físicos del Subproceso de 
Cobros Administrativos y las características que deben cumplir los documentos 
incorporados en estos, de acuerdo con la normativa para la conformación de expedientes 
administrativos; así como, que la documentación incluida en el expediente corresponda al 
caso en gestión, sumado a que la misma se encuentre completa e incluya las diligencias 
respectivas, con el propósito de identificar inconsistencias y tomar acciones correctivas o 
preventivas, según corresponda. 

 
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 45 días hábiles, se 
informe a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.5)   Conservar copia, sea de manera física o digital, de los documentos de mayor relevancia 

que permiten dar trazabilidad a cada uno de los casos que se remiten al Departamento 
de Cobro Judicial del Ministerio de Hacienda, a efecto de contar con la información 
cuando sea requerida.  

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.6)  Implementar lineamientos y herramientas de control para el seguimiento oportuno a 

solitudes de información remitidas a las distintas instancias del Ministerio, así como para 
las resoluciones enviadas mediante actas de notificación a los deudores por el 
Subproceso de Cobros Administrativas, en cumplimiento de los principios de celeridad y 
eficiencia para la continuidad y posible recuperación de los recursos de la Hacienda 
Pública. 

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.7)  Ordenar que se utilice como fuente primaria de consulta del domicilio de los deudores, la 

información digital actualizada de los funcionarios y exfuncionarios con que cuenta el 
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Departamento de Control y Documentación de la Dirección de Recursos Humanos, con el 
objetivo de aumentar la probabilidad de notificar las resoluciones de cobro en la dirección 
correcta.  
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

l.8)  Ordenar que, en los casos de daños a las móviles, el cobro se realice al funcionario 
responsable con la propuesta del perito autorizado por el INS (avalúo), cuando las 
mismas no hayan sido reparadas por el programa presupuestario respectivo, o bien, que 
las reparaciones no fueron cubiertas por el deducible de la póliza de la flotilla institucional.  

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 15 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 
 

4.3. A los viceministros  
 
a) Ordenar a sus dependencias que, remitan al Subproceso de Cobros Administrativos de la 

Asesoría Jurídica, la información necesaria para el trámite de los expedientes de 
procesos cobratorios de forma oportuna, estableciéndose plazos máximos de ejecución 
para el cumplimiento de esta acción, en acatamiento de los artículos 225 y 269 de la Ley 
General de la Administración Pública. 

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 15 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento.   

 
 
4.4. Al Lic. Luis Carlos Castillo Fernández, Viceministro de Unidades Regulares 

 
Girar instrucciones a los directores de los Cuerpos Policiales, el cumplimiento de la 
siguiente instrucción: 
 

a) Ordenar a efecto de que, a nivel de sus respectivas dependencias, las actas de 
notificación de las diferentes resoluciones que emite el Subproceso de Cobros 
Administrativos, sean gestionadas en plazos razonables y expeditos, sin demoras graves 
e injustificadas, en cumplimiento a los principios de celeridad y eficiencia promulgados 
por los artículos 225 y 269 de la Ley General de la Administración Pública. 
 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 20 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
 

4.5. Al Ing. Randall Vega Blanco, Viceministro Administrativo 
 
Girar instrucciones a la Lcda. Carolina Castro del Castillo, Directora Administrativa y 
Financiera, ordenar el cumplimiento de las siguientes recomendaciones: 
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a)  A la Ing. Andrea Méndez Vargas, Directora de Transportes 
 
a.1)  Ordenar al Lic. Miguel Bulgarelli Monge, Jefe de la Sección de Registro y Aseguramiento, 

que de previo a remitir el listado al Subproceso de Cobros Administrativos, con el detalle 
de las infracciones a la Ley de Tránsito canceladas en el pago de los derechos de 
circulación, de la flotilla vehicular del Ministerio al Instituto Nacional de Seguros, verifique 
la información con el objetivo de que esta sea confiable, veraz, oportuna y útil, para evitar 
la inclusión de infracciones que han sido gestionadas anteriormente. 

 
a.2) Ordenar a la Lcda. Wendy Rivera Román, Jefe del Departamento Legal de Tránsito, 

remitir en todos los casos de cobro por colisiones, copia de la propuesta del INS al 
Subproceso de Cobros Administrativos en donde se indica el costo del avalúo de las 
reparaciones de los vehículos del Ministerio; ya sea que lo cubra o no el deducible de la 
póliza de la flotilla vehicular. 
 

a.3) Establecer una programación periódica a la Lcda. Wendy Rivera Román, Jefe del 
Departamento Legal de Tránsito, para la remisión de los expedientes de cobros por 
colisiones al Subproceso de Cobros Administrativos, en cumplimiento con los principios 
de celeridad y eficiencia promulgados por los artículos 225 y 269 de la Ley General de la 
Administración Pública.  

 
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 15 días hábiles, se 
informe a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

b) A la Ing. Jacqueline Sequeira Torres, Directora de Tecnologías de Información 
 

b.1) Coordinar con la Lcda. Beatriz López González, jefatura del Subproceso de Cobros 
Administrativos, la modificación en el Sistema de Cobros Legales (SISCOBLEG), de 
manera que se puedan imprimir los reportes directamente del sistema, según los 
requerimientos del Subproceso. 

 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se informe 
a ese Despacho, las acciones a realizar para su cumplimiento. 

 
c) A Lcda. Lys Espinoza Quesada, Directora de Recursos Humanos 
 
c.1) Coordinar con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, el acceso a la 

información digital actualizada de los funcionarios y exfuncionarios con que cuenta el 
Departamento de Control y Documentación requerida por el Subproceso de Cobros 
Administrativos, a efecto de contar con información veraz y oportuna, para la atención de 
labores propias del Subproceso. 

 
c.2) Solicitar a las diferentes jefaturas de la Institución, que al momento de la renuncia de un 

funcionario (policial o administrativo) que no brindó el preaviso respectivo, certifique si 
hubo, o no, un perjuicio evidente a la Administración, dada la idoneidad requerida para 
suplir el puesto de trabajo y que sea remitida a esa Dirección, máximo dentro de los 3 
días siguientes de presentada la renuncia, junto con el resto de la documentación para su 
correspondiente trámite de cobro administrativo, dado el plazo fugaz, especial y 
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perentorio de 30 días, establecidos en los artículos 32 del Código de Trabajo y 417 de la 
Reforma Procesal Laboral. 

 
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se 

informe a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

c.3) Ordenar a la Lcda. Ileana Brenes Pacheco, Jefe del Departamento de Control y 
Documentación, gestionar, prioritariamente, la documentación correspondiente por cobro 
de preaviso, de manera que se remita al Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones en un plazo máximo de 3 días, con el fin de accionar el cobro por parte 
del Subproceso de Cobros Administrativos dentro del plazo de caducidad de 30 días, 
establecido en los artículos 32 del Código de Trabajo y 417 de la Reforma Procesal 
Laboral.  

 
c.4) Ordenar a la Lcda. Patricia Hernández Arce, Jefe del Departamento de Remuneraciones 

y Compensaciones, gestionar, prioritariamente, la documentación correspondiente por 
cobro de preaviso, de manera que se remita al Subproceso de Cobros Administrativos en 
un plazo máximo de 5 días, para accionar el cobro por parte del Subproceso de Cobros 
Administrativos dentro del plazo de caducidad de 30 días, establecido en los artículos 32 
del Código de Trabajo y 417 de la Reforma Procesal Laboral.  

 
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 15 días hábiles, se 

informe a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 
 

4.6. A Lcda. Yanil Solano Obregón, Jefe Oficina de Planificación Institucional 
 
a) Coordinar con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, la definición de un 

cronograma de actividades y su debido cumplimiento para las siguientes acciones: 
 

a.1)  Actualizar o modificar según corresponda, el Manual de Procedimientos de la Asesoría 
Jurídica que contiene los procedimientos del Subproceso de Cobros Administrativos, de 
manera que considere todos los procedimientos y actividades realizadas por el 
Subproceso, según los lineamientos establecidos en el oficio MSP-DM-OPI-151-2020 del 
5 de agosto de 2020 de la Oficina de Planificación Institucional y la circular MSP-DM-OPI-
202-2020 de fecha 20 de octubre de 2020, denominada “Guía Técnica para el Control 
Documental de los Procesos y Procedimientos”.  

 
a.2)  Definir la propuesta de indicadores de gestión que se consideren pertinentes para el 

Subproceso de Cobros Administrativos, según la “Guía Metodológica para la 
Formulación, Reprogramación y Seguimiento de los Planes Anuales Operativos”.  

 
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 45 días hábiles, se 
informe a ese Despacho, las acciones a realizar para su cumplimiento. 
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No omitimos recordarle que su Despacho, según lo establecido en el artículo 37 de la Ley 
General de Control Interno, dispone de un lapso de 30 días hábiles, para ordenar el 
cumplimiento de las recomendaciones de este informe, o en su defecto, proponer alternativas a 
esta Auditoría General, para solucionar las debilidades que se mencionan en el estudio. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
Douglas Elioth Martínez 
Auditor Interno 
 
achm/ngs/rsr/dem 
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